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Compendio

 La Ley de Seguridad Social es una pieza moderna, coherente y flexible que permitirá al país colocarse, en sólo una década, entre los países más avanzados de América Latina en este campo.

 Este salto cualitativo forma parte del esfuerzo nacional para asegurar la mayor protección social a todos sus ciudadanos y ciudadanas dentro de una visión política fundamentada en el criterio de que el desarrollo de sus recursos humanos constituye la principal riqueza de nuestra nación.


 El Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) establecido mediante la presente Ley, contiene una variedad de modalidades de solidaridad social, tan necesarias para la convivencia humana, para la paz social, y muy especialmente, para fortalecer los esfuerzos orientados a combatir la pobreza y crear mayores oportunidades de bienestar a favor de los grupos sociales más postergados. 

 
 El afiliado elegirá la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) que administre su cuenta individual. Igualmente, los afiliados a planes de pensiones existentes podrán permanecer en dicho plan bajo las condiciones de la presente ley y sus normas complementarias. 

Ninguna AFP podrá rechazar la afiliación de un trabajador, ni ninguna persona podrá afiliarse a más de una AFP, aún cuando preste servicios a más de un empleador o realice cualquier otra actividad productiva. Ninguna AFP podrá cancelar la afiliación de un trabajador, excepto en la forma que establece esta ley y sus normas complementarias. 

A partir del primer año de entrar en vigencia esta ley, los afiliados tendrán derecho a cambiar de Administradora de Fondos de Pensiones una vez por año, con el sólo requisito de un preaviso de 30 días de acuerdo a las normas complementarias. 

Los afiliados tienen derecho a recibir información semestral sobre el estado de su cuenta individual, indicando con claridad los aportes efectuados, las variaciones de su saldo, la rentabilidad del fondo y las comisiones cobradas. 

 Los afiliados están en el deber de llevar una vida que propicie la conservación de la salud; participar en los programas preventivos, utilizar los servicios con criterios de economía y responsabilidad social y suministrar información cierta, clara y completa sobre su estado de salud.

 El trabajador está en el deber de observar todas y cada una de las recomendaciones orientadas a prevenir accidentes de trabajo y/o enfermedades profesionales. 

 El retraso del empleador en el pago de las cotizaciones de Seguro de Riesgo Laborables no impedirá el nacimiento del derecho del trabajador a las prestaciones que le garantiza la presente ley. 

Tienen derecho a ser afiliados al Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) todos los ciudadanos dominicanos y los residentes legales en el territorio nacional. La presente ley y sus normas complementarias regularán la inclusión de los dominicanos residentes en el exterior. 

La Secretaría de Estado de Educación incluirá en los planes de estudio de los niveles básico y medio un módulo orientado a educar a los ciudadanos sobre la seguridad social como un derecho humano y a explicar las características del Sistema Dominicano de Seguridad Social, sus derechos y deberes y las formas de aprovechar sus programas y opciones. 

 El Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) se fundamenta en un sistema único de afiliación, cotización, plan de beneficio y prestación de servicios. 

Las cotizaciones y contribuciones a la Seguridad Social y las reservas y rendimientos de las inversiones que generen los fondos de pensiones de los afiliados estarán exentas de todo impuesto o carga directa o indirecta.

Para fines de cotización, exención impositiva y sanciones, el  salario mínimo nacional será igual al promedio simple de los salarios mínimos legales del sector privado establecidos por el Comité Nacional de Salario de la Secretaría de Estado de Trabajo. 

 El Régimen Subsidiado se financiará con las aportaciones del Estado Dominicano, de acuerdo al artículo 8 de la Constitución de la República. Las aportaciones al Régimen Contributivo Subsidiado provendrán de dos fuentes.

 Una contribución de los beneficiarios y un subsidio que aportará el Estado Dominicano para suplir la falta de un empleador formal. El monto de este subsidio será en proporción inversa a los ingresos reales de cada categoría de trabajador por cuenta propia. 

El Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) velará porque el crecimiento de las instituciones públicas señaladas en el presente artículo responda a las necesidades reales y guarde una estrecha relación con el proceso de extensión de cobertura, el desarrollo del sistema y el presupuesto disponible. 

   El sistema de Recaudo, Distribución y Pago estará a cargo de la Tesorería de la Seguridad Social y será aprobado por el CNSS con la asesoría de una comisión interinstitucional de expertos.

 El sistema de pensión tiene como objetivo reemplazar la pérdida o reducción del ingreso por vejez, fallecimiento, discapacidad, cesantía en edad avanzada y sobrevivencia. 

 La afiliación del trabajador asalariado y del empleador al régimen provisional es obligatoria, única y permanente, independientemente de que el beneficiario permanezca o no en actividad, ejerza dos o más trabajos de manera simultánea, pase a trabajar en el sector informal, emigre del país, o cambie de Administradora de Fondos de Pensión (AFP).

Cuando un trabajador preste servicio a dos o más empleadores deberá seleccionar a uno de éstos e informar a los demás el número de afiliación a fin de que éstos puedan remitir a la misma cuenta las cotizaciones correspondientes.

Los afiliados mayores de 45 años de edad que ingresen al nuevo sistema provisional y deseen compensar el ingreso tardío, podrán realizar aportes extraordinarios por su propia cuenta, los cuales estarán exentos de impuestos hasta tres veces el monto de la contribución ordinaria que realiza el trabajador. 

Las Cajas de Pensiones y Jubilaciones que operan con carácter complementario podrán seguir operando como tales, sin estar sujetas a los requisitos que establece la presente ley. No obstante, el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) dictará las normas mínimas sobre la administración de los fondos y la prestación de los servicios, los cuales estarán sujetos a la supervisión de la Superintendencia de Pensiones. 

En un plazo no mayor de noventa días a partir de la conclusión del estudio actuarial, el CNSS notificará a cada uno de los afiliados el monto actual de los derechos adquiridos, teniendo éstos un plazo de sesenta días contados al siguiente día de la notificación para expresar su inconformidad y aportar sus argumentos. 


 La pensión por discapacidad total equivaldrá al 60% del salario base y en los casos de discapacidad parcial corresponderá al30%, siempre que no afecte la capacidad económica de producción del afiliado. En ambos casos la pensión será calculada en base al promedio del salario cotizable indexado de los últimos tres años. 


En caso de fallecimiento del afiliado, los beneficios de la pensión serán otorgados a los sobrevivientes en las condiciones y límites que establece el artículo 51. 

Del monto de la pensión, la compañía de seguro deducirá el aporte del afiliado al seguro de vejez, discapacidad y sobrevivencia y lo depositará en la cuenta personal de éste. Estos beneficios serán revisados y actualizados cada tres años. 

La certificación de discapacidad total o parcial será determinada individualmente tomando en cuenta la profesión o especialidad del trabajo de la persona afectada por la Comisión Técnica sobre Discapacidad. 


El grado de discapacidad será determinado por las comisiones médicas regionales de acuerdo a las normas de evaluación y calificación del grado de discapacidad, elaboradas por la Superintendencia de Pensiones y aprobadas por el Consejo Nacional de Seguridad Social.


Las compañías de seguros de sobrevivencia y discapacidad podrán apelar una decisión de la Comisión Médica Regional ante la Comisión Médica Nacional cuando consideren que la decisión adoptada no se ajusta a los procedimientos y/o preceptos legales. 

La pensión mínima del Régimen Contributivo equivaldrá al 100% del salario mínimo legal más bajo.

Las entidades responsables de la entrega de las pensiones mensuales fungirán como agentes de retención de la cotización de los pensionados y jubilados correspondiente al Seguro Familiar de Salud (SFS). 

Las compañías de seguros que ofrezcan seguros de vida a los  afiliados y/o rentas vitalicias a los pensionados y jubilados serán autorizadas a operar como tales, así como normadas y fiscalizadas en lo relativo a esas funciones por la Superintendencia de Pensiones, de común acuerdo con la Superintendencia de Seguros. 

Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) son sociedades financieras constituidas de acuerdo a las leyes del país, con el objeto exclusivo de administrar las cuentas personales de los afiliados e invertir adecuadamente los fondos de pensiones; y otorgar y administrar las prestaciones del sistema provisional, observando estrictamente los principios de la seguridad social y las disposiciones de la presente ley y sus normas complementarias.

 Las AFP podrán ser públicas, privadas o mixtas y tendrán por lo menos una oficina o agencia a nivel nacional para ofrecer servicios al público y atender sus reclamos.

 Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) deberán informar a la Superintendencia de Pensiones y publicar en dos diarios de circulación nacional el monto de las comisiones establecidas. 

Las mismas entrarán en vigencia noventa días después de su publicación, salvo el inicio de las operaciones de una AFP, en cuyo caso el período será de quince días. 

Las AFP podrán contratar promotores de pensiones para ofertar sus servicios e inscribir a sus afiliados, siempre que las mismas sean responsables de sus actuaciones.

 Los promotores de pensiones deberán llenar determinados requisitos profesionales y técnicos, serán entrenados por las AFP y deberán recibir una autorización de la Superintendencia de Pensiones, la cual podrá cancelarla cuando no cumplan con tales requisitos y/o incurran en alguna infracción. 

Las AFP podrán realizar publicidad como tal sólo cuando reciban una resolución de la Superintendencia de Pensiones autorizando sus operaciones, y luego de cumplir con las disposiciones de la presente ley, de sus normas complementarias y del Código de Comercio relativas al funcionamiento de las sociedades anónimas.

Los fondos de pensiones pertenecen exclusivamente a los afiliados y se constituirán con las aportaciones obligatorias, voluntarias y extraordinarias, así como con sus utilidades. 

Constituye un patrimonio independiente y distinto del patrimonio de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), sin que éstas tengan dominio o facultad de disposición del mismo, salvo en las formas y modalidades consignadas expresamente por la presente ley. 

Dicho fondo es inembargable y las cuentas que lo constituyen no son susceptibles de retención o congelamiento judicial. Las AFP mantendrán cuentas corrientes destinadas exclusivamente a la administración del fondo de pensión. Estas cuentas serán separadas y distintas de las cuentas relativas a las AFP.

 Las cotizaciones del afiliado, así como el producto de sus inversiones y cualquiera otra modalidad de ingreso en favor de los afiliados deberán ser registradas en la cuenta personal del afiliado y depositadas en el fondo de pensión. 

Las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) invertirán los recursos del fondo de pensión con el objetivo de obtener una rentabilidad real que incremente las cuentas individuales de los afiliados, dentro de las normas y límites que establece la presente ley y las normas complementarias.

Las AFP no podrán transar instrumentos financieros con recursos de los fondos de pensiones a precios que perjudiquen su rentabilidad, en relación a los existentes en los mercados formales al momento de efectuarse la transacción. 

Todas las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) deberán mantener, con carácter obligatorio, una cuenta denominada “Garantía de rentabilidad” destinada, exclusivamente, a completar la rentabilidad mínima exigida por esta ley y sus normas complementarias cuando la rentabilidad real resulte insuficiente. 

El empleador que cometa una infracción pagará un recargo del 5% mensual acumulativo del monto involucrado en la retención indebida. La Superintendencia de Pensiones determinará la rentabilidad a considerar. 

Las prestaciones farmacéuticas ambulatorias de los Regímenes Contributivo y Contributivo Subsidiado cubrirán el setenta (70) por ciento del precio a nivel del consumidor, debiendo el beneficiario aportar el treinta (30) por ciento restante. 

Los beneficiarios del Régimen Subsidiado recibirán medicamentos esenciales gratuitos. Las normas complementarias establecerán la competencia y los procedimientos para la prescripción y entrega de las prestaciones farmacéuticas ambulatorias. 

En caso de enfermedad no profesional, el afiliado del Régimen Contributivo tendrá derecho a un subsidio en dinero por incapacidad temporal para el trabajo. 

El mismo se otorgará a partir del cuarto día de la incapacidad hasta un límite de veinte y seis semanas, siempre que haya cotizado durante los doce últimos meses anteriores a la incapacidad, y será equivalente al 60% del salario cotizable de los últimos seis meses cuando reciba asistencia ambulatoria, y al 40% si la atención es hospitalaria. 

Los subsidios por enfermedad y maternidad estarán a cargo de la Superintendencia de Salud y Riesgos Laborales, la cual podrá subrogarlos o administrarlos directamente. 

En función de la población comprendida por este régimen se determinará el monto actual de la asignación per cápita, debiendo el Estado Dominicano adicionar los recursos necesarios para completar el costo per cápita del plan básico de salud correspondiente a este Régimen de las aportaciones consignadas en el artículo 20 de la presente ley. 

El empleador público o privado es responsable de inscribir al afiliado, notificar los salarios efectivos o los cambios de estos, retener los aportes y remitir las contribuciones a la Tesorería de la Seguridad Social en el tiempo establecido por la presente ley y sus normas complementarias. 

  Para ser habilitadas por la Superintendencia de Salud y Riesgos Laborales, el Seguro Nacional de Salud y cada Administradora de Riegos de Salud (ARS) deberá contar con Provee-doras de Servicios de Salud (PSS) que, en conjunto, cubran y articulen los niveles de atención cumpliendo, al menos, con las condiciones mínimas siguientes: 

 El Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) prestará toda su colaboración a la SESPAS en la planificación y ejecución de las campañas sanitarias, así como en las que se deriven de situaciones de emergencia o catástrofe nacional, aportando el personal profesional, técnico y administrativo necesario. 

La Administradora de Riesgos de Salud (ARS) y el Seguro Nacional de Salud (SNS) tendrán un sistema de contabilidad e información financiera y estadística uniforme, definido por la Superintendencia de Salud y Riesgos Laborales, pudiendo ser examinado por ésta cuando lo estime necesario. 

El Estado Dominicano es el garante final del adecuado funcionamiento del Seguro Familiar de Salud (SFS), así como de su desarrollo, fortalecimiento, evaluación y readecuación periódicas y del reconocimiento del derecho de todos los afiliados.

El empleador público o privado que incurra en cualquiera de las infracciones señaladas deberá pagar un recargo del cinco por ciento (5%) mensual acumulativo del monto involucrado en la retención indebida. 

Cuando una Administradora de Riesgos de Salud (ARS) no realice el pago correspondiente a un profesional y/o a una Proveedora de Servicios de Salud (PSS) en la forma prevista en el artículo 171, deberá pagar un cinco por ciento (5%) de recargo por mes o fracción, acumulativo, en beneficio de la PSS afectada. 

 Las normas complementarias determinarán las condiciones de calificación para cada una de estas indemnizaciones y pensiones, así como su monto, lo mismo que los motivos de suspensión o de caducidad. 

Para tener derecho a pensión de sobreviviente el cónyuge deberá ser mayor de 45 años, o discapacitado de cualquier edad y no estar casado. Si es menor de 45 años o vuelve a contraer matrimonio, podrá recibir por una sola vez, el equivalente a dos años de pensión. 

La discapacidad permanente, parcial o total, deberá ser certificada por dos facultativos debidamente autorizados; el primero, seleccionado por el afiliado y el segundo por la entidad administradora y prestadora del riesgo del trabajo. 

 En cualquier caso, durante los primeros diez años contados desde la fecha del diagnóstico de discapacidad, el trabajador discapacitado deberá someterse a examen cada dos años. 

Las empresas o entidades que demuestren haber implantado medidas de prevención que disminuyan el riesgo real de accidentes y enfermedades profesionales, tendrán derecho a una reducción de la tasa de cotización adicional como incentivo al desempeño. 

Los accidentes en la ruta de trabajo no serán tomados en cuenta para calcular la siniestralidad de las empresas y entidades empleadoras. Las normas complementarias establecerán el grado de siniestralidad y la cuota adicional correspondiente. 

 
El empleador tiene la obligación de inscribir al afiliado, notificar los salarios efectivos o los cambios de estos y remitir las contribuciones a la entidad competente, en el tiempo establecido por la presente ley.

Introducción
El análisis de la Ley de Seguridad Social partirá de la necesidad que tienen los empleados de sentirse protegidos legalmente durante sus años de labor tanto en el sector público como privado.

El indicador principal que marca una persona como pensionado es su tiempo trabajando para una empresa o institución y la edad que se requiere para calificar como tal.

En la etapa productiva el individuo anda en búsqueda  de relacionarse con el medio laboral, pero llega un momento en que su capacidad productiva tiene un tope y por lo tanto, requiere de sentir que a pesar de no ser productivo, necesita sentir que devengará ciertos ingresos económicos para no depender de nadie.

Este asunto de la Seguridad Social ha sido un fuerte dolor de cabeza, ya que  los partidos políticos han sido los que menos interés han manifestado para que esto se lleve a feliz término

Como una necesidad de proteger al trabajador dominicano se crea la Ley 87-01 sobre el Sistema de Seguridad Social, la cual pretende proteger a todos los que han realizado una labor productiva y factores como la salud, accidente y la edad le impiden continuar en ese medio.

La Ley contribuye a que los trabajadores se sientan protegidos al momento de perder la capacidad productiva sin importar en qué sector haya laborado, sino que éste lo haga seguro de que no ha perdido su tiempo útil y después no sepa de dónde se sustentará sin tener que depender de otros.

 La Ley prevé la protección económica del trabajador dominicano y la seguridad de poder vivir sus últimos años seguro de que devengará sus propios ingresos. 

 
La problemática de la Seguridad Social en la República Dominicana está relacionada directamente con la falta de preocupación de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales y otros sectores que tiene la responsabilidad  de preocuparse por los trabajadores cuando su vida productiva haya cesado.

Aunque no solamente es responsabilidad del Estado  que los trabajadores tengan acceso a la seguridad social luego de estar cesante por diversos factores, lo mismo que percibir sus ingresos por esa razón, no existen en el país suficiente voluntad para que esta ley se ponga en vigencia cuanto antes y que asuman con preocupación  a aquellos hombres y mujeres que han dado su vida produciendo para que al final puedan sentir que percibirán una remuneración justa

No obstante, existe el deseo y la preocupación de algunos sectores respecto a la falta de funcionamiento de la ley 87-01 para que los trabajadores reciban el apoyo y poder asumir como futuros ciudadanos que tendrán que prescindir de su vida laboral por diversas causas, sentir que son individuos con la seguridad que merecen.

De ahí que el tema de investigación a cerca de la Ley 87-01 sobre el Sistema Dominicano de Seguridad Social, se hace pertinente e importante por los enfoques y los aportes sobre la base legal de la responsabilidad del Estado con los trabajadores dominicanos.

El tema relacionado con la influencia que tiene la Ley 87-01 en la protección de los trabajadores en la República Dominicana se investiga por diferentes motivos. El principal  de ellos, es plantear la problemática social de los trabajadores, pero a través  de los enfoques de dicha Ley.

Además, hacer un análisis acerca de la Ley 87-01 sobre Sistema Dominicano de Seguridad Social se puede considerar conveniente porque en la actualidad  no existen suficientes investigaciones relacionadas sobre este tema, ya que dicha Ley  es muy reciente y las investigaciones existentes se han realizado a través de otro enfoque.

Cabe destacar que la principal inquietud por enfocar el tema de investigación acerca de la Ley 87-01 tiene un interés  por conocer y profundizar  en los aspectos teóricos  que ofrecen las diferentes fuentes sobre este tópico.


El objetivo general consiste en determinar la influencia de la Ley 87-01 en la protección de los trabajares en la República Dominicana.
Entre los objetivos específicos están: Indagar el rol que desempeña el Estado y las empresas privadas en los trabajadores en todo el territorio nacional; analizar la Ley 87-01 en todos los aspectos y beneficios para los trabajadores de la República Dominicana; así como  investigar el marco jurídico y el financiamiento de la Ley 87-01 sobre Sistema Dominicano de Seguridad Social.

El método implementado consistirá en el analítico, a través del cual a la Ley objeto de estudio se le extraerán cada una de sus partes con la finalidad de estudiarlo  por separados y poder  indagar la relación que existe entre ellas.

El proceso en esta metodología  consistirá en separar  de manera adecuada los conceptos  básicos  y analizarlos  para hacer de ellos un exhaustivo y profundo análisis  sobre lo que plantea dicha Ley.

El análisis  permitirá indagar cada una de las partes de la Ley y hacer con ellos los enfoques pertinentes a la misma.

La Ley establece a través de la Constitución de la República la protección  de los derechos de los trabajadores  y mantenimiento de los medios  que le permitan perfeccionarse progresivamente en el marco de la libertad individual y la justicia social.

Las políticas dirigidas a la clase trabajadora carecen del impulso necesario y coherentes para la real integración y protección de los trabajadores.

Es deber del Estado garantizar el marco institucional dentro del cual se formulen acciones dirigidas en beneficio de la población trabajadora del país.

Los trabajadores pueden y tienen derecho a participar en los espacios y escenarios nacionales en pos de su desarrollo.

La Ley tiene por objeto instaurar el marco jurídico, político e institucional que oriente  las acciones del Estado y la sociedad hacia la definición  de políticas para satisfacer las necesidades de la población trabajadora.

La Ley impide que se discrimine al trabajador por asuntos relacionados con el sexo, religión o nacionalidad y prevé ayuda y orientación  para ellos.

El trabajador según la Ley, es el individuo cuyas edades están comprendidas entre los 18 y el tiempo que su vida sea productiva.

La política sobre la ley de seguridad social definen el compromiso del Estado por impulsar  lineamientos a favor de los trabajadores.

La Ley prevé  para los trabajadores, protección en el área de la salud, la cultura y la seguridad para devengar los ingresos que le permitan vivir dignamente.

Los fines de financiamiento y los recursos financieros aportados por el Estado a través del presupuesto nacional alcanzan directa e indirectamente a la población  trabajadora conjuntamente con los aportes que éste realiza como ahorro para su futuro.

El mecanismo para la colocación de los recursos financieros provenientes del Estado y canalizados a través de la Ley sobre Sistema Dominicano de Seguridad Social, recibirá la denominación provenientes de las diversas fuentes reconocidas por la presente Ley.

La Ley 87-01 tiene como finalidad regular y viabilizar las acciones en lo que respecta a su contenido esencial.

La Ley autoriza para que en el futuro se definan las adecuaciones que resulten necesarias  al organigrama del Reglamento de dicha ley.

Este trabajo constará de cuatro capítulos distribuidos de la siguiente manera:

El capítulo I abarca aspectos relacionados con los trabajadores, el desarrollo integral de los trabajadores, la iniciativa  del trabajador dominicano, los debates sobre la seguridad social en República Dominicana, deberes y derechos de los trabajadores.

El capítulo II enfoca aspectos generales relacionados con los diferentes sistemas de seguridad social, origen, participación de los diversos sectores sociales en la conquista por la seguridad social y programas implementados para lograr las leyes de los diferentes países de Latinoamérica.

El capítulo III trata sobre la influencia del Estado y la política aplicada al desarrollo  de la Ley de seguridad social, la política  aplicada a la ley y las reformas de seguridad social.

El capítulo IV comprende un enfoque sobre el marco jurídico de la de la Ley 87-01, los principios generales de la Ley, los diferentes tipos de pensiones y el seguro familiar de salud . 

CAPÍTULO I

Aspectos generales sobre la seguridad social
1.1  Sistema de Seguridad Social de la República Dominicana 
El principal objetivo de la Ley de seguridad social de la República Dominicana en el marco de la constitución de la república para regularla y desarrollar los derechos y deberes recíprocos del Estado y de los ciudadanos  concierne al financiamiento para la protección contra los riesgos de vejez, discapacidad, cesantía por edad avanzada, sobrevivencia, enfermedad, maternidad, infancia y riesgos laborales.
1.1.1 Sistema de pensiones en la República Dominicana
Con la promulgación de la Ley No. 87-01, que crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social, se inicia la implementación de la reforma más trascendental de nuestra historia republicana, por su gran contenido humano, social y económico.
El Sistema Dominicano de Pensiones, está sustentado en principios que están en consonancia con los más recientes avances en materia previsora a escala mundial y con los criterios de eficiencia y tecnología de punta que demandan las exigencias actuales de modernización. 
1.2 Reseña histórica del Instituto de Seguros Sociales
 El trabajador dominicano en los años 1945-1946 vivía en las peores condiciones infrahumanas que ha existido en toda la historia dominicana. Trabajaban más de 12 horas al día por salarios de verdadera miseria. 
En Enero de 1946 se produce el detonante de la clase obrera. Los obreros azucareros de La Romana y de San Pedro de Macorís, organizados y dirigidos principalmente por los señores Báez y Núñez, se declaran en huelga por una serie de reivindicaciones. Entre ellas y la más importante, un justo aumento salarial.
La Caja Dominicana de Seguros Sociales fue concebida bajo los principios bismarckinos del sistema alemán, con el propósito de cubrir los riesgos de enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y muerte del trabajador dominicano. El sistema de seguros sociales es puesto en vigencia mediante la Ley no. 1896 del 30 de Diciembre de 1948 (Gaceta Oficial No. 6883, del 14 de Enero de 1949), la misma Ley que ha sido modificada múltiples veces.
El 29 de Agosto de 1996 el Sr. Presidente Dr. Leonel Fernández Reyna, creó una comisión tripartita, Estado – Empleadores - Trabajadores, dirigida a elaborar un proyecto de ley que reforme el actual sistema de seguros sociales, orientándolo a un sistema real de Seguridad Social. Este proyecto esta en espera de su aprobación por el Congreso.
1.2.1 funcionamiento del Instituto Dominicano de Seguros Sociales
 El Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS) es una institución cuya función principal es la prestación de servicios a los trabajadores privados asegurados y las compensaciones económicas de los pensionados y accidentados de trabajo
· Pensiones El otorgamiento de las pensiones por Vejez, Invalidez y Prestaciones por Muerte. También motiva a sus pensionados a integrarse a las actividades sociales mediante su Club Recreativo. 
· Salud Cuenta con una red de 281 centros hospitalarios incluyendo hospitales, policlínicas y consultorios; derechos de atención de maternidad a sus cónyuges e hijos menores de 3 años incluyendo atenciones farmacológicas y hospitalarias; abarcando cobertura de enfermedades catastróficas, Ej. Cáncer, Cirugía Cardiovascular y, SIDA.
1.2.1.1 Accidentes de trabajo
Las prestaciones económicas  por accidente de trabajo consisten en: 
· Compensaciones: cuando la lesión es temporal. 
· Indemnizaciones: cuando la lesión es permanente. 
· Indemnización por muerte y gastos de sepelio. 
· Pensiones optativas por Accidentes del Trabajo. 
 Las prestaciones de Salud que consisten:
· Servicios médicos, Hospitalarios, Quirúrgicos y de Farmacia. 
· Rehabilitación y Terapia Física. 
· Comunicación, Educación, Promoción y Prevención: A través de Brochur, folleto, charlas, conferencias, seminarios, cursos, talleres. 
· Investigación de riesgos en las Empresas. 
Mapas de riesgos laborales:
· Financiera La captación de los ingresos institucionales, que por las Leyes 1896 y 365 debe recaudar el IDSS para otorgar las prestaciones de corto y largo plazo que definan la misión del Instituto Dominicano de Seguros Sociales. 
La asignación de recursos tiene que ver con la distribución de los mismos a los diferentes programas de salud, pensiones y accidentes de trabajo. Para esto cuenta con el Departamento de Recaudaciones, Inspección y Afiliación, Construcción, Accidente de Trabajo y Asignación de Recursos, Contabilidad General, Presupuesto, Tesorería, Control de Pagos.
1.2.1.2 Dirección de Pensiones
 
Esta dirección tiene como misión principal el otorgamiento de las pensiones por Vejez, Invalidez y Prestaciones por Muerte; las cuales se canalizan por el Departamento de Cuentas individuales. También tiene el programa de Estancias para Envejecíentes, que son centros donde los pensionados del Seguro Social reciben orientación de salud, charlas de auto cuidado, deportes, manualidades y concursos recreativos. 
Estas estancias son lugares diurnos donde el pensionado recibe las atenciones necesarias e integral, ya que cuenta con enfermeras, trabajadoras sociales y consultorios médicos. También se encargan de motivarlos a las actividades sociales: fiestas, viajes, etc., mediante su Club Recreativo. Actualmente, el Seguro Social posee tres Estancias que son: 
CDE - Hnos. Pinzón esq. Amado Gracia 
POASI - José Marti esq. México 
Los Estibadores - C/ Ravelo 
El Instituto Dominicano de Seguros Sociales paga por concepto de pensiones aproximadamente RD$ 28,400,000.00 mensuales correspondientes a 27,682 pensionados. 
Los pensionados por invalidez reciben pensión plena y reducida después de las 26 semanas de incapacidad. Los documentos requeridos para su otorgamiento son:
· Certificado del medico o médicos tratantes sobre la naturaleza de la enfermedad que motiva la solicitud de pensión. 
· Informe del médico o médicos tratantes sobre el grado de incapacidad para el trabajo que dicha enfermedad o lesión ocasionara, sobre su carácter permanente o temporal y sobre las posibilidades de recuperación mediante el tratamiento prolongado o de reclasificación profesional. 
· Hoja clínica de la última enfermedad o lesión atendida y de las anteriores relacionadas. 
Las pensiones por Invalidez de acuerdo con los resultados de la Junta Medica pueden ser:
· Temporal: Se otorga cuando los médicos participantes en la Junta Medica determinan que el paciente puede curar en un plazo de tres meses, seis meses, una año, dos años, etc. 
· Permanente: Se otorga cuando los médicos que participan en la Junta Médica, diagnostican que la enfermedad, alteración física o mental del paciente no son curables. 
El derecho a la pensión por invalidez se pierde cuando:
· El riesgo es provocado intencionalmente por el asegurado. 
· Es consecuencia de un hecho delictuoso cometido por el asegurado. 
· La enfermedad o dolencia originaria fueren anterior a la inscripción en el Seguro Social 
· La incapacidad es consecuencia de un accidente de trabajo. 
La pensión por invalidez es siempre provisional y podrá cancelarse si el asegurado mediante los tratamientos atribuidos recupera el 40% de su capacidad de ganancia. 
Los pensionados que se ausenten del país para fines de tratamiento médico, podrán percibir la pensión por invalidez durante su estadía en el exterior. En este caso se requerirá que, por lo menos cada seis meses el pensionado remita una certificación del profesional o centro médico tratante sobre el estado actual de su invalidez.
Los pensionados por vejez e invalidez reciben asistencia médica de por vida. En caso de muerte, el capital de defunción y gastos del sepelio.
En Vejez considerando los suplementos, 5% por cada familiar y el 2% por cada 100 cotizaciones que exceda de las requeridas para la pensión plena. 40% de salario promedio durante los últimos 4 años. Puede llegar hasta un 70% considerando los suplementos. Reducida al 20% del salario promedio durante los últimos 4 años.
Requisitos Pensionados por Invalidez:
· Acreditar 250 cotizaciones semanales 
· Sufrir enfermedad o lesión crónica. 
· No profesionales y se reduzca en dos tercio su capacidad. 
Requisitos Pensionados por Vejez:
· Haber cumplido 60 años de edad 
· Acreditar 800 cotizaciones semanales (Pensión Plena) 
· 400 cotizaciones (reducidas) 
Cuando un asegurado solicita pensión, pero sus cuentas individuales, cantidad de cotizaciones, no es suficiente para tener derecho a una pensión reducida por vejez o invalidez, el Seguro Social le da una devolución que es un importe en dinero. 
Estas a su vez pueden ser:
Con Intereses: Ésta consiste en devolver el valor de las cotizaciones personales, acumuladas hasta la fecha con intereses acumulados a razón de un 5% anual. 
Sin Intereses: Esta consiste en devolver al asegurado el valor de las cotizaciones acumuladas hasta la fecha de solicitud de pensión. 
Requisitos por Muerte:
Capital de Defunción: Haber pagado 20 cotizaciones en el año anterior de la muerte. 
Gastos del Sepelio: Haber pagado ocho cotizaciones. 
Actualmente el Instituto Dominicano de Seguros Sociales está: 
· Disminuyendo el tiempo de entrega para el otorgamiento de las pensiones de un año a tres meses. 
· Automatizando todas las áreas para un servicio eficiente. 
· En esta etapa de prueba se está realizando el pago de cheques a domicilio y en estudio el pago con tarjeta vía el Banco de Reservas.
 A las Aseguradoras de Fondos de Pensiones (AFP) del Sistema de Seguridad Social se han afiliado más de 720 mil trabajadores de los sectores público y privado. se estima en el primer año de implementación del régimen se espera recaudar RD$8,000 millones, porque el total de empleados que se estimaron para el régimen contributivo es de un millón 500 mil. 
En Dominicana existen leyes Monetaria y Financiera, de Mercado de Valores y de Seguro que, junto a la de Seguridad Social, es la que cierra el contexto y todas están interrelacionadas. 
Los recursos permitirán el desarrollo de los reglamentos necesarios para las operaciones de la Superintendencia de Pensiones y financiarán asistencia técnica especializada, capacitación del personal de la superintendencia, contratación de los sistemas informáticos necesarios y la organización de un proceso para identificar a los participantes en el nuevo sistema y distribuirles tarjetas de identidad.
La Administradora de Fondos de Pensiones Popular, participando de esta manera en la reforma de la Seguridad Social iniciada recientemente con la implementación del Sistema Privado de Pensiones (SPP).
1.2.2 Sistema privado de pensiones de la República Dominicana
 Se aprobó el 19 de diciembre de 2002, pero se ha estrenado recientemente. La República Dominicana tiene un nuevo sistema de seguridad social basado en la capitalización individual, un negocio que como en gran parte de los países latinoamericanos, explotarán las gestoras de pensiones privadas (AFP).
Algunas firmas internacionales han tomado ya posiciones ante la apertura de este mercado, entre ellas el español BBVA que hace un año, en previsión de la aprobación de la Ley de Seguridad Social, creó junto a la entidad doméstica Banco Progreso la afore BBVA Crecer AFP, 70% propiedad del BBVA y 30% de Banco Progreso, con una inversión inicial de unos 10 millones de dólares, 9,31 millones de dólares.
Las entidades estadounidenses, de entre las firmas extranjeras, las mejores posicionadas en este momento en el mercado dominicano de pensiones. El Citigroup está presente a través de su participación en AFP Siembra, y el grupo American International Group (AIG) controla la AFP Caribalico. 
En juego está un negocio que este año, el primero de implantación de la reforma, moverá 8.000 millones de pesos (356 millones de euros), según estimaciones de la superintendencia de pensiones del país. Un dato que se multiplicará por 15 hasta los 115.000 millones de pesos (5.120 millones de euros) en diez años, y por 40 en el 2023. 
Estas cifras contrastan con las que existen en la actualidad. En la República Dominicana en marzo de 2002 (últimos datos disponibles) había 95.347 afiliados a las AFP, un 154,42% más que en diciembre de 2000. Los fondos administrados alcanzaban los 3.271 millones de pesos (145 millones de euros) frente a los 1.733 millones (77 millones de euros) de 2000. Por sectores económicos el financiero aporta el 52,4% del total, frente al 16,2% del industrial o 7% del de las telecomunicaciones. 
El contributivo se financiará con el 10% del salario cotizable, de cuyo porcentaje un 8% se destinará a la cuenta de capitalización individual del trabajador, un 1% a la prima de seguro de discapacidad, un 0,4% al fondo de solidaridad, un 0,5% a la comisión de la AFP y un 0,1% a la Superintendencia de pensiones. 
Los recursos procedentes de estas aportaciones son los que generarán los fondos que administrarán las AFP, quienes a su vez invertirán en los instrumentos financieros autorizados generando una rentabilidad para el afiliado. 
Este modelo se ha elaborado a imagen y semejanza del ya clásico chileno al que en la actualidad están afiliados el 95% de los trabajadores con unos recursos acumulados de 35.000 millones de dólares (32.588 millones de euros), más del 50% del PIB del país. 
1.2.2.1 La obligatoriedad en la República Dominicana de  afiliarse 
La reforma de seguridad social que se lleva a cabo en la República Dominicana, tiene implicaciones sociales y económicas, que por las características particulares previas del país, trascienden lo que ha sido la experiencia de otras naciones sometidas a igual proceso.
En cuanto al Sistema de Pensiones, la afiliación es obligatoria para los trabajadores asalariados mayores de 45 años de edad y que correspondan al Régimen Contributivo. La afiliación del trabajador asalariado y de su empleador al régimen provisional es obligatoria, única y permanente (Art. 36 Ley 87-01). 
Según define el Reglamento de Pensiones en su Art. 56, la afiliación es la relación jurídica del afiliado y su AFP, por la administración de esta última de la cuenta de capitalización individual (CCI) creada a favor del afiliado. 
Esta afiliación es permanente durante la vida del afiliado desde el momento en que se inicia el sistema de pensiones, o en lo adelante, desde que un trabajador comience su primera relación laboral con un empleador, independientemente de que se podrá cambiar de AFP.
La afiliación favorece a todos los trabajadores públicos o privados que se desempeñen como asalariados o en relación de dependencia,  sin importar la edad ni la naturaleza del trabajo que realicen.
La Ley sólo da la opción de permanecer en el régimen de reparto anterior o de ingresar al nuevo sistema de AFP a los que con más de 45 años estén protegidos por una de las tres indicadas (379-87, 1896 y 414-98). 
1.3 Principios Rectores de la Seguridad Social en la República Dominicana
En el artículo 3, la Ley 87-01 sobre el Sistema de Seguridad Social ha establecido 13 principios rectores:
1.3.1 Universalidad
 Bajo este principio rector se prevé  la protección para todos los dominicanos y residentes en el país sin discriminación de salud, sexo, condición social, política o económica.
1.3.2 Obligatoriedad
 La afiliación, cotización y participación tiene un carácter obligatorio para todos los ciudadanos e instituciones.
1.3.3 Integridad
 
Todas las personas, sin distinción, tendrán derecho a una protección suficiente que garantice el disfrute de la vida y el ejercicio adecuado de sus facultades  y de su capacidad productiva.
1.3.4 Unidad
  Las prestaciones de la Seguridad Social deberán coordinarse para constituir un tono coherente, en correspondencia con el nivel de desarrollo nacional.
1.3.5 Equidad
 El Sistema Dominicano de Seguridad Social garantizará  de manera efectiva el acceso a los servicios a todos los beneficiarios al sistema, especialmente, aquellos que laboran y viven en zonas apartadas o marginadas.
1.3.6 Solidaridad

Este principio está basado en  una contribución según el nivel de ingreso y en el acceso a los servicios de salud y riesgos laborales, sin tomar en cuenta el aporte individual realizado; de igual forma, cimentada en el derecho de una pensión mínima garantizada por el Estado.
1.3.7 Libre elección
El derecho a la afiliación del beneficiario a cualquier administrador y proveedor  de servicios acreditado, así como a cambiarlo cuando consideren conveniente de acuerdo a lo establecido en la Ley.
1.3.8 Pluralidad

Los servicios podrán ser ofertados por ARS, APS, proveedoras de servicios de salud, AFPs públicas,  privadas y mixtas.
1.3.9 Separación de funciones

La conducción, financiamiento, planificación, captación, y asignación de los recursos del Sistema Dominicano de Seguridad social son exclusivas del Estado y se ejercerán con autonomía institucional respecto a las actividades de administración de riesgos y prestaciones.
1.3.10  Flexibilidad

Se podrá optar por  planes complementarios de salud y pensiones, de acuerdo a sus posibilidades y necesidades, cubriendo el costo adicional de los mismos.
1.3.11 Participación 

Todos los sectores sociales e instituciones involucradas en el Sistema Dominicano de Seguridad Social tienen derecho a ser tomados en cuenta y a participar en las decisiones que les incumban.
1.3.12 Gradualidad

La Seguridad Social se desarrolla en forma progresiva y constante con el objeto de amparar a toda la población, mediante la prestación de servicios de calidad, oportunas y satisfactorias.
 1.3.13 Equilibrio financiero

Basado en la correspondencia entre las prestaciones garantizadas  y el monto del financiamiento, a fin de asegurar la sostenibilidad del Sistema Dominicano de Seguridad Social
1.4 Beneficiarios
Se denomina beneficiario a todos los ciudadanos  y  a los residentes legales en el territorio nacional. Los beneficiarios incluyen a los familiares, sean éstos  cónyuge o compañero de vida debidamente registrado.
1.4.1 Tipos de beneficiarios
a) Beneficiarios segura vejez: En este tipo de beneficiario se toman en cuenta a: 
· Los trabajadores dependientes y los empleadores urbanos y rurales
· Los trabajadores dominicanos que residen en el exterior
· Los trabajadores independientes y los empleadores urbanos y rurales
· Los desempleados, discapacitados e indigentes, urbanos y rurales
b) Beneficiarios seguro contra riesgos laborales: En este tipo de beneficiario se toman en cuenta a:
· Los trabajadores dependientes y empleadores urbanos y rurales
· Los trabajadores por cuenta propia, los cuales incorporados en forma gradual, previo estudio de factibilidad técnica y financiera
1.5  Derechos y deberes de los afiliados
Tienen derecho a ser asistidos por la Dirección de Información y Defensa de los Afiliados en todos los servicios que sean necesarios. Como es el caso de información sobre sus derechos, deberes, recursos e instancias amigables y legales, formulación de querellas y demandas, representación y seguimiento de casos.
Ninguna AFP podrá rechazar la afiliación de un trabajador, ni ninguna personas podrá afiliarse a más de una AFP aun cuando presente servicios a más de un empleador  o realice cualquier actividad productiva.
Ninguna AFP podrá cancelar la afiliación de un trabajador, excepto en la forma que establece esta Ley y sus normas complementarias.
A partir del primer año de entrar en vigencia la Ley, los afiliados tendrán derecho a cambiar de Administradora de Fondos de Pensiones una vez por año, con el sólo requisito de un previo aviso de 30 días de acuerdo a las normas complementarias.
Luego de trasladarse a otra AFP deberá cotizar por lo memos durante 6 meses para tener derecho a otro cambio. Sin embargo podrán hacerlo en cualquier momento si la AFP modifica el costo de administraciones de los servicios.
Ninguna ARS y PSS podrá rechazar o cancelar a un afiliado por razones de edad, sexo, condición social de salud o laboral.
Ninguna persona podrá afiliarse a más de una ARS aun cuando preste servicios a más de un empleador o realice cualquier actividad productiva.
Los afiliados están en el deber de llevar una vida que propicie la conservación de la salud, participar en los programas preventivos, utilizar los servicios con criterio de economía y responsabilidad social y suministrar información cierta, clara y completa sobre su estado de salud.
El retraso del empleado en el pago de sus cotizaciones de seguro de riesgos laborales no impedirá el nacimiento del derecho del trabajador a las prestaciones que le garantiza la presente Ley. En tal caso el Sistema Nacional de Seguridad Social deberá reconocer y otorgar dichas prestaciones y proceder de inmediato a cobrar a la entidad empleadora el monto de las aportaciones vencidas, las  multas e intereses que correspondan.
1.6 Rol de los diferentes entes del sistema
1- El Consejo Nacional de Seguridad Social, entidad pública autónoma, órgano superior del Sistema, que velará porque el crecimiento de las instituciones públicas responda a las necesidades reales y guarden una estrecha relación con el proceso de extensión de cobertura, el desarrollo del sistema y el presupuesto disponible.
Es  el responsable de establecer las políticas, regular el funcionamiento del sistema y de sus instituciones garantizar la extensión de la cobertura, defender a los beneficiarios, así como velar por el desarrollo institucional, la integridad de sus programas y el equilibrio financiero del Sistema Dominicano de Seguridad Social
2- El patronato de Recaudo e informática de la Seguridad Social, creado para administrar el sistema único de información y recaudar los recursos financieros de Sistema Dominicano de Seguridad Social.
3- La Dirección de Información y defensa de los asegurados, dependencia pública de orientación, información y defensa de los derechos de los afiliados. La labor de orientación y defensa a cargo de dicha dirección incluye en cuanto al sistema de pensiones se refiere:
· Informar a los afiliados sobre sus deberes y derechos
· Atender y recibir las consultas que presenten los afiliados
· Recibir las reclamaciones y quejas que efectúen los afiliados, así como tramitarla y darle seguimiento hasta su resolución final
· Realizar estudios sobre la calidad y oportunidad de los servicios de AFPs y difundir sus resultados a fin de contribuir de forma objetiva a la toma de decisión el afiliado.
4- La Superintendencia de Pensiones, creada en la Ley como entidad estatal autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propios que a nombre de Estado Dominicano ejerce la función de velar por el cumplimiento de la Ley y sus normas complementarias.
2- La Superintendencia de Salud y riesgos laborales, entidad pública autónoma supervisora de ramo.
6- Seguro Nacional de Salud, entidad pública autónoma.
7- Las administradoras de Fondos de Pensiones, de carácter público, privado o mixto. Las AFPs son sociedades financieras constituidas  de acuerdo con las Leyes del país, con el objeto exclusivo de administrar las cuentas personales de los afiliados e invertir adecuadamente los fondos de pensiones.
8- Las administradoras de riesgos de Salud, entidades públicas, privadas o mixtas descentralizadas, con patrimonio propio  personería jurídica, autorizadas por la Superintendencia de Salud y riesgos laborales a asumir y administrar el riesgo de la provisión del plan básico de salud a una determinada cantidad de beneficiarios, mediante un pago per cápita previamente establecido por el Consejo Nacional de Seguridad Social, de acuerdo a la presente Ley y sus normas complementarias.  
CAPITULO II

Aspectos generales sobre la Seguridad Social
2.1 Los sistemas de Pensiones en América Latina
 
América Latina se encuentra hoy frente al desafío de mejorar sus sistemas de pensiones para superar los problemas que los afectan. Así lo sostiene el artículo Mercados de trabajo y sistemas de pensiones, publicado en la Revista de la CEPAL Nº 78. 
El proceso simultáneo de envejecimiento de la población y  la precarización del empleo han puesto dificultades a los sistemas de pensiones contributivos, mientras que los de capitalización individual son cada vez más sensibles a la densidad de cotización necesaria para acumular capitales y financiar pensiones por un período cada vez más largo de sobrevivencia del afiliado. 
Los sistemas de pensiones en América Latina evolucionarán conforme a la voluntad política y a las acciones institucionales que se realicen para resolver el principal dilema que presentan: como gran parte de las personas en edad de trabajar en la región se encuentran desempleados, subempleados e inactivos, un sistema que basa en la estabilidad laboral la protección para consumir durante la vejez o invalidez del perceptor principal de ingresos o tras su muerte, dejará a muchas personas sub aseguradas o no aseguradas. 
2.2. Los sistemas de pensiones 
Existen diferentes sistemas de pensiones en el mundo y cada país busca el sistema que más se ajusta a su situación y a su idiosincrasia con el fin de atender las necesidades de su población.
En este apartado se reseñan algunos datos de los sistemas de pensiones adoptados por el Reino Unido, Suecia, Estados Unidos y Costa Rica, luego se explica en qué consisten tres sistemas básicos de pensiones: 
1-  El régimen de reparto
2-  El régimen de cobertura de capitales 
3-  El régimen de cuentas individuales
2.2.1 El sistema de pensiones del Reino Unido 
En el sistema de pensiones del Reino Unido, todos los afiliados reciben un beneficio cuyo monto depende del número de años cotizados y de la cantidad de dinero acumulada en las contribuciones realizadas. 
En este sistema, el Estado tiene muy pocas posibilidades de interferencia en las decisiones de inversión de los fondos de pensiones y menos aún para imponerles rendimientos inferiores a los del mercado, con lo cual se ha conseguido proteger los fondos de pensiones de la interferencia política.
2.2.2 Suecia, el régimen de reparto y la pensión complementaria
En Suecia, al momento de pensionarse, los afiliados obtienen dos pensiones: la pensión de beneficio definido financiada mediante el régimen de reparto y una pensión complementaria equivalente al 10% o 15% de su pensión total financiada con los fondos acumulados en una cuenta individual. Esta cuenta individual es administrada por la seguridad social, que recauda los aportes y los invierte de acuerdo con las instrucciones que anualmente le den sus afiliados. 
2.2.3 Estados Unidos: la opción de la cuenta individual
En Estados Unidos se dio a los empleados federales la posibilidad de abrir una cuenta individual y cotizar un porcentaje de su salario a dicha cuenta. Este porcentaje proviene de una reducción de sus cotizaciones a la seguridad social. Los recursos de la cuenta individual son invertidos según las preferencias de los cotizantes, quienes pueden escoger entre tres tipos de fondos de inversión.
2.2.4 Costa Rica
En Costa Rica todas las personas que trabajan están afiliadas obligatoriamente a dos programas: el básico de beneficio definido y el complementario de contribución definida o sea, de capitalización individual, de manera que al momento de la jubilación, el trabajador recibirá dos pensiones.
2.3 La reforma de los sistemas de pensiones
En las últimas décadas, diversos países han iniciado procesos de reforma del sistema de pensiones con el fin de lograr uno o varios de estos objetivos:
· Disminuir la presión financiera de estos regímenes sobre los Estados.
· Establecer una relación entre las pensiones y el esfuerzo de ahorro
individual.
· Reducir la evasión.
· Aumentar el ahorro nacional.
· Desarrollar los mercados de capitales.
·  Mejorar la eficiencia
Algunas de estas reformas han consistido en la sustitución de los sistemas públicos de reparto por sistemas de pensiones de ahorro y capitalización individual como es el caso de Bolivia, Chile, El Salvador y México.
También existen las reformas intermedias que combinan un sistema de ahorro y capitalización individual obligatorio, con los sistemas públicos de reparto. Son los casos de Argentina, Colombia, Perú, Hungría, Polonia y Uruguay.
2.3.1 El programa de Invalidez, Vejez y Muerte 
Hay indicadores que permiten examinar cómo está funcionando un sistema de pensiones. Estos indicadores, dependiendo de su comportamiento, presionan el sistema de pensiones o dejan ver que el sistema es eficiente y, en algunos casos, pueden contribuir a que funcione de manera adecuada. 
En esta parte para conoce el  programa de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja del Seguro Social, nos detendremos en los siguientes indicadores:
 
La cobertura de la población total. Esto es la cantidad de personas que tienen acceso al programa de Enfermedad y Maternidad.
La cobertura de la Población Económicamente Activa (PEA). La PEA es la cantidad de personas que están en edad de trabajar, pueden hacerlo y han tomado la decisión de buscar trabajo remunerado. Examinaremos qué porcentaje del total de esta población está cubierto por el programa de IVM. 
La cotización salarial total. La Caja del Seguro Social recibe cotizaciones del Asegurado, del Empleador y del Estado. Veremos el porcentaje de estas cotizaciones que va para cada programa del la CSS y compararemos las cotizaciones que se hacen en Panamá, con las que se registran en otros países de Latinoamérica.
2.3.2. Programa de Enfermedad y Maternidad
La Caja del Seguro Social, a través del programa de Enfermedad y Maternidad  y de la gestión de la Dirección Nacional de Servicios y Prestaciones Médicas, presta atención en salud a más del 70% de la población.
La Caja de Seguridad Social no solo presta servicios de salud a los cotizantes y sus dependientes, sino que también atiende a personas no aseguradas en las diferentes regiones de salud del país. Para financiar esta atención, la entidad utiliza mecanismos administrativos que promueven la compensación de costos por los servicios brindados a los usuarios no asegurados.
2.3.3 Programa de Riesgos Profesionales
El seguro de Riesgos Profesionales fue considerado por primera vez en la Constitución de 1946. En 1970 los riesgos por accidentes laborales son centralizados bajo la administración de la Caja de Seguro Social mediante Decreto de Gabinete Número 68 del 31 de marzo de 1970. 
El beneficio del seguro por Riesgos Profesionales adquiere un carácter obligatorio. Esta obligatoriedad se consigna en el Artículo 1 del Título I del Decreto de Gabinete antes mencionado. Este mismo artículo otorga a la Junta Directiva de la Caja de Seguro Social la facultad de dictar los reglamentos del programa, tomando como base las normas del Decreto los estudios técnicos realizados para dicha reglamentación.
2.3.3.1 Financiamiento
Los fondos para el financiamiento del Programa de Riesgos profesionales se nutre de varias fuentes:
· Un porcentaje del seguro por riesgos profesionales deberá ser pagado exclusivamente por el patrono.
· Las recaudaciones por multas y recargos. 
· Las ganancias producto de las inversiones de fondos y las reservas.
· Otros ingresos que se generen producto de la aplicación del Decreto de Gabinete Número 68.
2.3.3.2 Funciones del Programa de Riesgos Profesionales
Entre las funciones del Departamento de Administración y Contabilidad de Riesgos Profesionales se encuentran:
Administración de los servicios de prestaciones económicas que requiere la cobertura obligatoria de los riesgos de trabajo, para todas las personas trabajadoras del Estado y de las Empresas Particulares que operan en la República tal cual le establece la Ley Orgánica de la Caja de Seguro Social.
 Planificación, dirección y supervisión de las actividades del Departamento
Atención y respuesta a consultas sobre la Ley de Riesgos Profesionales, que se presentan en la capital y en el resto del país.
Manejo de la cuenta del fondo general. Implica la tramitación de todos los servicios especiales y los gastos administrativos.
Verificación de las conciliaciones bancarias de las cuentas de Riesgos Profesionales
Atención y orientación al público  
Control del Presupuesto del Departamento para asegurar que las metas sean alcanzadas y los servicios sean prestados conforme a lo programado.
2.4 El programa de Administración
2.4.1 El Mandato Legal
El derecho a la seguridad social ha sido consagrado en la Constitución de la República, que en su artículo 109 expresa: Todo individuo tiene derecho a la seguridad de sus medios económicos de subsistencia en caso de incapacidad para trabajar u obtener trabajo retribuido. 
Este mandato de protección es extensivo a otras áreas de la seguridad social. Este Artículo primero de la Ley Orgánica contiene un parágrafo que señala que: Una vez realizados los estudios actuariales y previsiones presupuestarias razonables, la Caja de Seguro Social incluirá dentro de sus prestaciones los riesgos de paro forzoso y subsidio de familia.
2.5 Autonomía Administrativa de la Caja de Seguro Social
La Ley Orgánica establece en su artículo primero que la Caja de Seguro Social es una entidad de Derecho Público con autonomía en los aspectos administrativo, económico, financiero, de funcionamiento. Posee su personería jurídica, patrimonio propio así como el derecho a administrarlo, y fondos separados e independientes del Gobierno Central. Tiene facultad de nombrar su personal y establecer sus propios procedimientos para ello.
2.6 Retos y Perspectivas de la Gestión Administrativa
La gestión administrativa de la Caja del Seguro Social tiene como fundamento el concepto de desarrollo humano, a saber:
· Derecho de oportunidades de acceso a los medios económicos para la subsistencia
· Oportunidades de acceso a servicios de salud, educación y vivienda
· Libertades Políticas y Ciudadanas
· Redes de Seguridad Social
· Derecho a vivir en Transparencia 
 2.6.1 Misión Institucional de la Caja del Seguro Social
Garantizar oportunamente servicios de salud integral y de seguridad económica con sus recursos, frente a los riesgos o daños bio-psico-sociales, ambientales y laborales de sus asegurados y sus beneficiarios, sobre la base de los principios de universalidad, solidaridad, integridad y equidad, con calidad excelente, humanidad y de manera eficiente, en el marco de una organización social participativa.
2.6.2 Visión Institucional de la Caja del Seguro Social
La Caja de Seguro Social, como institución basada en los principios de solidaridad, universalidad, integridad, subsidiaridad y equidad, constituye uno de los elementos esenciales que permiten que cada panameño pueda disfrutar de una vida prolongada, saludable, creativa, caracterizada por un amplio campo de opciones reales para el desarrollo integral.
Esto significa que la Caja de Seguridad Social, se sustenta sobre un concepto de desarrollo que asegure adecuados niveles de empleo y remuneración, para poder ofrecer una atención de salud de alta calidad y sentido humano al conjunto de los asegurados, pensionados y beneficiarios. Sobre la premisa de jubilaciones y pensiones adecuadas, se asegura una vida digna para los beneficiarios de las mismas. 
2.6.3 Análisis estratégico institucional
El análisis estratégico institucional realizado, ha planteado debilidades, fortalezas, oportunidades y amenazas que enfrenta la gestión.
2.6.3.1 Debilidades
· Procedimientos caducos, excesivamente burocráticos, poco participativos y reactivos.
· Resultados pobres, demoras en la recepción de los beneficios e insatisfacción del usuario.
· Personal poco motivado.
· Cultura poco orientada a la eficacia y la eficiencia.
· Falta de controles.
· Desaprovechamiento de las economías de escala y las posibilidades financieras.
· Altos costos de operación y bajo rendimiento de la capacidad instalada.
· Distribución inadecuada del recurso humano, principalmente el personal médico, alta concentración en la ciudad capital y áreas aledañas.
· Demoras en los trámites de las pensiones y retrasos en los pagos de accidentes del trabajo y maternidad.
· Ausencia de procedimientos para establecer índices que equiparen las
2.7 Autonomía Administrativa de la Caja de Seguro Social
La Ley Orgánica establece en su artículo primero que la Caja de Seguro Social es una entidad de Derecho Público con autonomía en los aspectos administrativo, económico, financiero, de funcionamiento. Posee su personería jurídica, patrimonio propio así como el derecho a administrarlo, y fondos separados e independientes del Gobierno Central. Tiene facultad de nombrar su personal y establecer sus propios procedimientos para ello.
Panamá es un país que ha logrado alcanzar un alto índice de desarrollo humano en el contexto de América Latina. Las mejoras en la esperanza de vida, la mortalidad infantil y el índice de alfabetismo son solo algunos ejemplos de esta realidad. 
Sin embargo, los logros alcanzados no deben dejarnos satisfechos. Los retos económicos y sociales que todavía se enfrentan requieren de un esfuerzo conjunto que logre avanzar en una agenda sobre temas de gran relevancia nacional.
En Venezuela
El debate sobre la reforma de la seguridad social es un tema que se maneja en espacios muy reducidos de expertos y asesores, permaneciendo la gran mayoría de la población al margen del mismo, por una razón muy sencilla: no existe conocimiento ni cultura de seguridad social. Desdichadamente, en esta oportunidad tampoco desde el sector público se han realizado esfuerzos por informar de manera sistemática y generalizada a la población sobre las ventajas o desventajas. 
Las principales desventajas del sistema de capitalización individual: 
1.- Falta de solidaridad entre las generaciones, lo cual agudiza las desigualdades sociales. El desarrollo nacional excluye a los pensionados, ya que sus rentas vitalicias responden estrictamente a la acumulación de sus aportaciones durante la vida activa; 
2.- Los gastos de gestión son muy elevados debido a que son sistemas basados en la administración privada competitiva y sujetos a los mecanismos del mercado.
3.- Pocas empresas manejan los recursos aportados por los trabajadores, todo lo cual hace que tengan un gran poder económico
4.- No dan solución al problema del envejecimiento, ni del mercado informal de trabajo; 
5.- No está probado que conduzcan al crecimiento económico ni que generen un aumento del ahorro nacional
6.- Están expuestos a los grandes riesgos vinculados con las incertidumbres económicas, sobretodo en una economía globalizada y por lo tanto es imposible tener la menor certeza en cuanto al rendimiento y a la preservación de los capitales acumulados.
Por otra parte, la dirigente de los jubilados uruguayos sintetiza también las ventajas de los sistemas públicos de reparto, las cuales son
1.- La solidaridad inter-generacional, que se ha practicado desde los orígenes de la humanidad. Las generaciones que han concluido sus vidas activas, que contribuyeron al desarrollo del país, pueden beneficiarse de los aumentos de productividad que se vayan logrando en el futuro, ya que sus pensiones aumentarán en la medida que el país progresa.
2.- La segunda ventaja está dada por el hecho de que el monto de las pensiones no depende de las fluctuaciones del mercado, del precio de las acciones, del monto de las tasas de interés y de los riesgos asociados a un colapso de los mercados de capital, situación que en la actualidad merece especial consideración
 2.8 Reformas a los Sistemas de Pensiones en América Latina y el Caribe
América Latina y el Caribe se caracterizan por una transición demográfica tardía, que denota en los últimos años rápido envejecimiento de la población. Este proceso va acompañado por un aún rápido aumento de la población en edad de trabajar, y un descenso en la relación de dependencia demográfica. 
Esto podría ser beneficioso para los sistemas de pensiones si no fuera porque aquellos en edad de trabajar que buscan empleo, lo encuentran en su mayoría en el sector informal donde la cobertura de los sistemas es baja, y los dependientes son cada vez más ancianos que jóvenes. 
En Costa Rica existen dos sistemas de pensiones: uno que abarca una serie de regímenes especiales financiados a través del presupuesto nacional, y uno que maneja la Caja Costarricense de Seguro Social, conocido como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 
Los dos están totalmente quebrados, porque no siguen los principios fundamentales de un manejo financiero sólido sino que son mecanismos de transferencia de fondos desde el grueso de la población a varios grupos favorecidos.

Como no es un verdadero régimen de pensiones, no existe relación entre las cotizaciones y los beneficios que reciben los pensionados. Según una ley de mediados de los 1980, los diputados pueden acogerse pensiones bajo el régimen del magisterio nacional con los salarios de diputados, aunque hayan cotizado como maestros rurales o trabajadores agrícolas. 
Esta es una de las razones por las cuales los ciudadanos se matan para ocupar una curul legislativa. En uno de los sub regímenes del Ministerio de Hacienda, los trabajadores no pagan nada durante toda su vida laboral, sino que, a manera de cuota, se les hace una deducción de alrededor del 10 por ciento de lo que reciben como pensión. 
De ahí que el 90 porciento del alto monto percibido constituya un regalo de la sociedad. Así fue como este sistema absorbió el 13,5 por ciento del presupuesto nacional en 1996 y es financiado con deuda interna.
2.8.1 Bolivia
El sistema previsional boliviano se basa en el funcionamiento del régimen de capitalización individual, administrado por empresas privadas. 
Es un sistema de capitalización puro con una cobertura nacional. La pertenencia es obligatoria para los trabajadores que se encuentran en relación de dependencia y voluntario para los independientes. 
Todos los afiliados al antiguo régimen de reparto y los que se incorporen al mercado laboral quedarán incluidos en el nuevo sistema. 
El sistema previsional cubre a la población frente a los riegos de la vejez, la invalidez y la muerte. Las administradoras de fondos de pensiones manejan los fondos de ahorro previsional obligatorios y voluntarios y las cuentas del fondo de capitalización colectiva integrado por el producto de la venta de las empresas estatales. 
Las administradoras de fondos de pensiones (AFP), son empresas que tienen como objeto único la administración del fondo y el otorgamiento de las prestaciones del seguro social obligatorio y la administración de beneficios de la capitalización. 
La autorización para funcionamiento de las AFP, la otorga la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. La publicidad de las AFP debe basarse en conceptos relevantes de la administración del fondo: rentabilidad, costos y servicios que prestan. Las comisiones que cobran las AFP son establecidas libremente. 
2.8.2 México
La reforma provisional mexicana es un sistema de capitalización puro, es obligatorio para los trabajadores en relación de dependencia y voluntario para los trabajadores autónomos. 
La administración del mismo está a cargo de empresas privadas, las administradoras de fondos de retiro (AFORE), las cuales pueden administrar simultáneamente más de un fondo de pensiones. 
El sistema provisional cubre a la población frente a los riesgos de la vejez, la invalidez y la muerte. 
La cuenta individual del afiliado está integrada por tres subcuentas donde se contabilizan los respectivos aportes: la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez; la subcuenta de vivienda y la subcuenta de aportaciones voluntarias. 
Los aportes son calculados como porcentaje del salario base de cotización, el cual está integrado por los pagos hechos en efectivo por cuota diaria y las gratificaciones, percepciones, alimentación, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie y cualquier otra cantidad o prestación que reciba el trabajador por sus servicios. 
Si los fondos acumulados en la cuenta de capitalización del afiliado no fuesen suficientes para contratar una renta vitalicia o un retiro programado que le asegure una pensión garantizada y la adquisición de un seguro de sobrevivencia para sus beneficiarios, el afiliado recibirá del Gobierno Federal el monto complementario suficiente para ello. 
2.8.3 Argentina
El sistema previsional argentino se encuentra integrado por un régimen de reparto, administrado por el Estado a través de la Administradora Nacional de Seguridad Social y por un régimen de capitalización individual, a cargo de las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones constituidas al efecto. 
El sistema es mixto, tiene una cobertura nacional y cubre a la población frente a los riesgos de vejez, invalidez y muerte. La pertenencia es obligatoria para los trabajadores que se encuentran en relación de dependencia y también para los autónomos, aunque en este caso existen excepciones (el personal militar de las fuerzas armadas y de seguridad y policiales.
Los funcionarios, empleados y agentes civiles dependientes de municipalidades provinciales no adheridas al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP) y los profesionales contratados en el extranjero para prestar servicios en el país por un plazo no mayor de dos años, por una sola vez, siempre y cuando cuenten con cobertura previsional en el país de residencia habitual. 
 Las prestaciones de jubilación ordinaria, retiro por invalidez y pensión por fallecimiento se financian con el saldo de la cuenta de capitalización individual. En los casos de retiro por invalidez o de pensión por fallecimiento de afiliados en actividad el saldo de la CCI estará compuesto por el acumulado en la cuenta individual más el capital complementario y en caso de corresponder, el capital a cargo del régimen previsional público.
Las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones (AFJP), son empresas que surgieron con la reforma previsional, en el ámbito del régimen de capitalización. Tienen como objeto único la administración del fondo de jubilaciones y pensiones y el otorgamiento de las prestaciones y beneficios previstos en la legislación. Solamente pueden administrar un fondo y deben llevar contabilidades separadas del patrimonio propio y del fondo administrado.
2.8.5 Colombia
El sistema previsional colombiano es mixto y tiene una cobertura nacional, la pertenencia es obligatoria para los trabajadores en relación de dependencia y optativa para los trabajadores independientes; está integrado por: 
a) Un régimen de reparto administrado por el Estado, a través del Instituto de Seguros Sociales.
 
Este régimen está basado en el principio de solidaridad cuyo objetivo es el de garantizar a sus afiliados el reconocimiento y el pago de una pensión mínima y la ampliación de la cobertura mediante el subsidio a los grupos poblacionales que por sus características y niveles socioeconómicos no tienen acceso a los sistemas de seguridad social.
b) Un régimen de capitalización individual
La tasa de cotización para el sistema general de pensiones tanto para los afiliados del régimen solidario de prima media con prestación definida como por el régimen de ahorro individual es de 13.5% del ingreso base de cotización, para los trabajadores dependientes es el salario mensual de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo, sobre la base de la siguiente estructura: 
a) Aportes personales de los trabajadores en relación de dependencia: 25% del total.
b) Contribuciones patronales: 75% del total.
c) Los afiliados independientes aportan el 13.5% del ingreso base (ingreso declarado que no puede ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente, el monto máximo de la cotización es equivalente a 20 salarios mínimos).
d) En el régimen de ahorro individual tanto los afiliados como los empleadores tienen la libertad de realizar cotizaciones voluntarias que pueden ser retiradas presentando la solicitud con seis meses de anticipación.
2.8.6 Perú
El sistema peruano es mixto y tiene una cobertura nacional. La pertenencia al mismo es obligatoria para los trabajadores en relación de dependencia y optativa para los trabajadores autónomos. 
La reforma del sistema previsional peruano, consistió en la creación de un régimen de capitalización individual, cuyo funcionamiento es paralelo al sistema nacional de pensiones existente en ese momento. Ambos regímenes funcionan completamente separados en la legislación, en la administración y en el control. 
2.8.7 Uruguay
El sistema previsional uruguayo está integrado por el régimen de solidaridad previsional administrado por el Estado a través del Banco de Previsión Social y el régimen de jubilación por ahorro individual administrado por empresas privadas constituidas al efecto: las Administradoras de Fondos Previsionales (AFAP). 
El sistema uruguayo es mixto, y la cobertura es nacional, este sistema está integrado por: 
Las AFP son organizadas como sociedades anónimas y tienen como objeto único administrar un fondo, deben llevar contabilidades independientes del fondo y de la administradora.
 Estas entidades son autorizadas para funcionar por el Poder Ejecutivo, previo informe del Banco Central. Deben tener en sus oficinas entre otras cosas, información actualizada sobre antecedentes de la AFBP, estados financieros tanto de ella como del fondo y remitir al menos cada seis meses un estado del saldo de la cuenta de cada afiliado. 
2.8.8 Chile
La reforma previsional chilena creó el régimen de capitalización individual de los aportes administrados por empresas privadas denominadas administradoras de fondos de pensiones (AFP). Es un sistema de capitalización puro aunque subsiste un régimen de reparto residual, financiado con recursos fiscales, que desaparecerá con el tiempo. La cobertura del sistema es nacional. 
La pertenencia es obligatoria para los trabajadores que se encuentran en relación de dependencia y voluntario para los autónomos. El personal militar de las fuerzas armadas y de seguridad está exceptuado de incorporarse y se mantienen en regímenes propios preexistentes al momento del cambio del sistema previsional. 
El sistema previsional cubre a toda la población frente a los riesgos de la vejez, la invalidez y la muerte. 
Las pensiones se financian con el capital acumulado en las respectivas cuentas individuales y con las garantías del Estado en los casos que corresponda. Las AFP administran los fondos de ahorro previsional, obligatorio y voluntario, los ahorros no previsionales realizados por el público y los fondos para las indemnizaciones de los contratos laborales. 
  El sistema chileno ya administra un fondo de inversiones de 33 mil millones de dólares, cifra que representa el 47% del PBI. Las pensiones en el nuevo sistema son ya entre 50 y 100% más altas que las que continuaron cotizando en el régimen de reparto.
A partir de mayo de 1981 entró en vigor el Decreto Ley 3500, que estableció un sistema de pensiones basado en la capitalización individual, con administración privada. A este sistema podían optar voluntariamente los que ya estaban en el mercado del trabajo, pero debían integrarse obligatoriamente los asalariados que comenzaran a trabajar a partir del 1º de enero de 1983. 
A los trabajadores que se incorporan a las AFP y que habían contribuido al antiguo sistema de reparto, se les concede un Bono de Reconocimiento, que va a incrementar el Fondo de Capitalización Individual. Este Bono recibe un reajuste conforme al Indice de Precios al Consumidor y el Estado le garantiza un interés real de 4% anual. El Bono se agrega a los fondos acumulados cuando la persona cumple con las condiciones para jubilar.
2.8.9 Paraguay 
 A diferencia de lo que ocurre en los demás países del MERCOSUR y en Chile, en Paraguay no se han puesto en marcha reformas profundas al sistema de pensiones. Esto se debe sobre todo a la estructura etérea del país, en la cual la participación de las personas de 65 años y más en el total es muy baja .
A fines de 1998 en el Paraguay estaban en funcionamiento 8 regímenes de jubilaciones y pensiones, pero 2 de ellos – el Instituto de Previsión Social y la Caja Fiscal – reunían aproximadamente el 94 % de la población bajo cobertura. Los afiliados llegaban en total a 323.700, alrededor de un 16 % de la población económicamente activa. La población cubierta se concentraba en los empleados del sector público y en las empresas privadas de cierta dimensión. 
2.9 Datos Estadísticos de los Países de América Latina
Comparación de las reformas de los sistemas de pensiones en Chile, Argentina y Uruguay
	
	
	Chile
	Argentina
	Uruguay

	
	
	
	
	

	1.
	Fecha de inicio
	Mayo 1981
	Julio 1994
	Abril 1996

	2.
	Tipo de reforma
	Sustitutivo
	Mixto
	Mixto

	3.
	Sistema nuevo
	Administradoras privadas con capitalización individual (CPI).
	Seguro social (reparto) y AFJP privados y públicos con CPI
	Seguro social (reparto) AFAP privados y públicos con CPI.

	4.
	Cobertura legal
· Obligatoria 
· Voluntaria 
· Excluidos 
	Dependientes
Independientes
FF.AA.
	Mayores de 18 años
-------
FF.AA., provincias, municipios
	Menores de 40 años
Mayores de 40
FF.AA. y otros (universitarios, bancarios)

	5.
	Cobertura efectiva % de trabajadores
	50%
	50%
	74%

	6.
	Pensión mínima o básica
	Garantizada por Estado (mínimo 20 años contribuciones)
	En seguro social. No en AFJP
	En seguro social. No en AFAP

	7.
	Pensión asistencial
	Pagada por Estado a pobres no asegurados
	Id.
	Id.

	8.
	Pensión normal
	En AFP, según fondos acumulados
	Pensión complementaria en AFJP o sistema público
	Pensión complementaria en AFAP o sistema público

	9.
	Pensión adicional
	Según ahorro voluntario
	Id.
	Id.

	10.
	Reconocimiento de contribuciones sistema antiguo
	Si, reajustadas con IPC. Interés 4%

	Si, pero sin interés. Se agrega a pensión.
	No. Las contribuciones pagan pensión básica en BPS

	11.
	Contribuciones asegurado
	13%
	11%
	15%

	12.
	Contribuciones empleador
	No
	16%
	12.5%

	13.
	Contribución Estado
	Cubre déficit sistema antiguo
	Impuestos para seguro social
	Impuestos para seguro social

	14.
	Edad pensión
	· 65 hombres 
· 60 mujeres 
· (ambos sistemas) 
	· 65 hombres 
· 60 mujeres 
· id. 
	· 60 hombres 
· 60 mujeres 
· id. 

	15.
	Salario base para cálculo
	AFP: no corresponde. Sistema antiguo últimos 5 años.
	Pensión básica 2.5 AMPO
	Pensión básica según promedio 10 o 20 años

	16.
	Pensiones invalidez o sobrevivencia
	Administradoras contratan Compañía de Seguros
	Id.
	Id.

	17.
	Indexación pensiones
	Según IPC
	Según presupuesto del Gobierno
	Según IPC y salarios

	18.
	Concentración en 3 principales Administradoras
	69%

	40%
	72%

	19.
	Fondos acumulados (millones de US$)
	30.805
(1998)
	5.000
(1996)
	191
(1997)

	20.
	Supervisión
	Superintendencia
	Superintendencia
	BPS


Cuadro # 1
CENTROAMERICA, ESTIMACION DE LA POBREZA. 1990
	
	Total
	Costa Rica
	El Salvador
	Guatemala
	Honduras
	Nicaragua
	Panamá

	Pobreza
	67
	20
	74
	75
	76
	70
	52

	Urbana
	55
	11
	61
	62
	73
	60
	40

	Rural
	78
	31
	85
	85
	79
	85
	69

	Pobreza
	46
	11
	56
	52
	63
	37
	46

	Extrema
	
	
	
	
	
	
	

	Urbana
	32
	6
	48
	31
	50
	27
	14

	Rural
	59
	17
	62
	68
	72
	52
	40


Fuente: Documento Seguridad Social y Equidad en el Istmo Centroamericano
Estamos en presencia de datos que nos revelan una comunidad pobre. Es claro que esta pobreza no surgió en los últimos años, pero que si se agravó. Se confirma lo anterior al examinar la información que sigue, relativa al comportamiento del empleo en las áreas urbanas.
Cuadro # 2
COMPORTAMIENTO DEL DESEMPLEO URBANO
	PAISES
	AÑO
	DESEMPLEO URBANO
	VARIACION PORCENTUAL

	COSTA RICA
	1980
	6.0
	

	
	1991
	5.0
	-16.66

	GUATEMALA
	1980
	2.2
	

	
	1990
	6.0
	172.7

	HONDURAS
	1980
	6.0
	

	
	1989
	6.9
	15.00

	MEXICO
	1980
	4.5
	

	
	1991
	2.6
	-42.22

	PANAMA
	1980
	10.4
	

	
	1991
	19.0
	82.7


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Memoria General Director OIT, XIII Conferencia de países de América Miembros de OIT, Caracas Venezuela, Octubre 1992.
Es muy evidente del deterioro en el nivel de empleo urbano de países que por lo demás presentan una situación crónica en los indicadores de pobreza. El período analizado es uno en el cual ocurrieron importantes decisiones de ajuste estructural en las economías.
Cuadro # 3
SALARIOS POR MES - 100 = AÑO 1980
	PAISES
	SALARIO MINIMO
	SALARIO INDUSTRIAL

	COSTA RICA
	120.8 a)
	86.8 a)

	GUATEMALA
	68.1 b)
	102.2 c)

	HONDURAS
	73.9 b)
	89.1 c)

	MEXICO
	40.3 d)
	59.8 a)

	PANAMA
	99.0 a)
	113.0 e)


Fuente: Memoria Director General OIT, XIII Conferencia Estados Miembros de América, OIT, Venezuela 1992
El cuadro que se aporta de seguido, relacionado con los salarios mensuales, tanto mínimos como los del sector industrial, son una buena referencia para examinar los efectos de la transformación radical en la remuneración al sector trabajo.
Cuadro # 4
CLASIFICACION DE LOS PAISES SEGUN EL IPH
	PAISES
	INDICE
	CLASIFICACION

	COSTA RICA
	6.6
	5

	MEXICO
	10.9
	7

	PANAMA
	11.2
	9

	REP. DOMINICANA
	18.3
	20

	HONDURAS
	22.0
	25

	NICARAGUA
	27.2
	34

	EL SALVADOR
	28.0
	36

	GUATEMALA
	35.5
	46


Fuente: Informe Desarrollo Humano 1997, PNUD
El cuadro que se toma del Informe de Desarrollo Humano, PNUD, 1997, relativo a la tasa de crecimiento anual del Producto Nacional Bruto per cápita, en períodos distintos, que comienza y terminan en un año, 1980, cuando se profundizan las medidas para la transformación radical.
 Los resultados son claros en establecer una baja en la tasa de crecimiento en el período reciente. Además, vuelve a surgir la relación directa entre poco desarrollo social y mayor deterioro en indicadores sociales.
Cuadro # 5
TASA DE CRECIMIENTO ANUAL DEL PNB PER CAPITA
	PAISES
	1965-1980
	1980-1993

	COSTA RICA
	3.3
	1.1

	MEXICO
	3.6
	-0.5

	PANAMA
	2.8
	-0.7

	REP. DOMINICANA
	3.8
	0.7

	HONDURAS
	1.1
	-0.3

	NICARAGUA
	-0.7
	-5.7

	EL SALVADOR
	1.5
	0.2

	GUATEMALA
	3.0
	-1.2


Fuente: Informe Desarrollo Humano 1997, PNUD.
La sumatoria de los efectos económicos y sociales sobre el nivel de privación de bienestar general en la población, dan por resultado la ubicación de los países en cuanto al índice de desarrollo humano alcanzado. El cuadro siguiente así lo muestra.
Cuadro # 6
INDICE DE DESARROLLO HUMANO
	PAISES
	IDH
	CLASIFICACION

	COSTA RICA
	0.889
	33

	MEXICO
	0.853
	50

	PANAMA
	0.864
	45

	REP. DOMINICANA
	0.718
	87

	HONDURAS
	0.575
	116

	NICARAGUA
	0.530
	127

	EL SALVADOR
	0.592
	112

	GUATEMALA
	0.572
	117


Fuente: Información Desarrollo Humano PNUD 1997.
Es importante destacar que un rasgo de especial importancia es que estos países ya de por sí rezagados, ante los procesos de TRANSFORMACION RADICAL, exhiben una menor capacidad de ajuste y respuesta, cuando los saldos de "nuevos pobres" y en otros indicadores económicos y sociales, crecen con mayor velocidad en ellos que en otros con mejor desarrollo social. 
Cuadro # 7
PAISES DE LA SUBREGION
GASTOS EN SALUD Y SEGURIDAD (PORCENTAJES DEL PIB)
	PAISES
	TOTAL
	SEGURIDAD
	SALUD

	COSTA RICA
	10.2
	6.7
	3.5

	MEXICO
	2.4
	0.3 c/
	2.1

	PANAMA
	11.7
	5.9
	5.8

	REPUBLICA DOMINICANA
	2.1
	1.6
	0.5

	HONDURAS
	3.3
	2.8
	0.5

	NICARAGUA b/
	6.6
	…
	…

	EL SALVADOR
	1.1
	0.8
	0.3

	GUATEMALA a/
	1.8
	1.2
	0.6


Fuente: Cepal, sobre la base de cifras oficiales y del Fondo Monetario Internacional.
Las diferencias que muestra el cuadro anterior son muy evidentes y plantean la duda razonable en cuanto a las posibilidades de los países rezagados en alcanzar los niveles de inversión social que otros de la subregión han logrado. El caso de Nicaragua debe examinarse para comprobar la construcción del dato.
Cuadro # 8
DISTRIBUCION DEL GASTO EN SEGURIDAD SOCIAL EN PAISES DE LA SUBREGION
(PORCENTAJES)+
	PAISES
	AÑO
	ENFERMEDAD
MATERNIDAD
	PENSIONES
	ACCIDENTES
DE TRABAJO
	ASIGNACIONES
FAMILIARES
	DESEMPLEO
	TOTAL

	COSTA RICA
	1965
	77.8
	4.7
	17.5
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	65.5
	26.7
	7.8
	0.0
	0.0
	100.0

	MEXICO
	1965
	73.3
	16.7
	10.0
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	58.6
	30.0
	11.4
	0.0
	0.0
	100.0

	PANAMA
	1965
	60.4
	39.6
	0.0
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	46.8
	46.8
	6.4
	0.0
	0.0
	100.0

	REP. DOMINICANA
	1977
	72.0
	25.3
	2.7
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	67.4
	32.6
	0.0
	0.0
	0.0
	100.0

	HONDURAS
	1965
	96.3
	0.0
	3.2
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	86.2
	13.8
	0.0
	0.0
	0.0
	100.0

	NICARAGUA
	1965
	89.4
	4.7
	5.9
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1983
	27.9
	63.7
	8.4
	0.0
	0.0
	100.0

	EL SALVADOR
	1965
	91.2
	0.0
	8.8
	0.0
	0.0
	100.0

	
	1986
	65.4
	34.5
	0.0
	0.0
	0.0
	100.0

	GUATEMALA
	1970
	50.3
	0.0
	49.7
	0.0
	0.0
	100.0


Fuente: Elaborado a partir del informe del Director General de OIT, XIII Conferencia Estados Miembros de América, Venezuela, octubre 1992.
El cuadro  sigue nos revela un cambio en la estructura de gastos en los países de la subregión. Hay un cambio en la importancia relativa del gasto. Los gastos en pensiones se incrementan y los orientados a enfermedad y otros regímenes se reducen. 
Cuadro # 9
FINANCIACION DE LA SEGURIDAD SOCIAL PAISES DE LA SUBREGION
	PAISES
	ASEGURADO
	EMPLEADOR
	ESTADO
	TOTAL
	DIFERENCIA
CON CHILE

	COSTA RICA
	8.00
	22.60
	1.50
	32.10
	-4.26

	MEXICO
	3.75
	12.42
	1.88
	18.05
	9.79

	PANAMA
	7.25
	15.22
	0.80
	23.27
	4.57

	REP. 
DOMINICANA
	2.50
	9.50
	2.50
	14.50
	13.34

	HONDURAS
	9.00
	5.00
	3.50
	17.50
	10.34

	NICARAGUA
	4.00
	11.00
	0.50
	15.50
	12.34

	EL SALVADOR
	3.50
	8.25
	0.50
	12.25
	15.59

	GUATEMALA
	4.50
	10.00
	3.00
	17.50
	10.34


Fuente: Elaborado a partir del informe del Director General de OIT, XIII Conferencia Estados Miembros de América, Venezuela, octubre 1992.
Las cifras que resumen las tendencias y comportamientos que se vinieron comentando antes, se contienen en la información del cuadro siguiente relacionado con niveles de coberturas respecto a la población total y la población económicamente activa. Luego se hace referencia al resultado de la mayor o menor cobertura, respecto de los gastos totales por habitante ocasionado por los distintos programas de seguro social.
Cuadro # 10
Cobertura de la población total y económicamente activa por el seguro social en los países de la Subregión (Porcentajes)
Cobertura Poblacional
	Países
	1980
	1985-88
	1980
	1990-1996
	1996

	Costa Rica
	68.30
	68.70
	81.50
	89.71
	89.71 a)

	México
	42.00
	40.20
	53.40
	59.70
	59.70

	Panamá
	52.30
	59.80
	49.90
	61.50
	61.50

	República  Dominicana
	11.60
	10.20
	n.d.
	4.20
	4.20

	Honduras
	14.40
	12.80
	7.30
	21.12
	21.12 b)

	Nicaragua
	18.90
	31.50
	9.10
	35.20
	32.20 d)

	El Salvador
	11.60
	n.d.
	6.20
	14.14
	14.14

	Guatemala
	33.10
	27.00
	14.20
	13.00
	15.84 c)


Fuente: Estudio del Dr. Carmelo Mesa Lago, Progreso Económico y Social en América Latina, Informe 1991.
Nota: a) Cifras de 1994, b) Cifras de 1993, c) Cifras de 1995, d) Cifras de 1990.
En los cuadros siguientes se complementa la información con los datos relativos al per cápita referido a los ingresos totales de la seguridad social y a los egresos al igual que las prestaciones que otorgan esos programas.
Cuadro # 11
INGRESOS Y EGRESOS ANUALES MEDIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL POR HABITANTE EN ALGUNOS PAISES DE AMERICA (1986)
(En dólares)
	Países
	Ingresos
	Egresos
	Prestaciones

	Argentina
	128.05
	115.38
	112.42

	Chile
	233.07
	233.40
	224.92

	Costa Rica
	146.20
	113.03
	92.41

	Rep. Dominicana
	3.94
	3.76
	2.85

	El Salvador
	11.70
	8.58
	6.44

	Guatemala
	10.20
	6.56
	5.64

	Honduras
	18.41
	8.51
	7.19

	México
	33.53
	28.79
	21.19

	Panamá
	224.74
	191.24
	180.33


Fuente: Encuesta Internacional OIT (1986)
Se complementa la información para efectos comparativos con iguales cifras para algunos países seleccionados. Según se contiene en el cuadro siguiente:
Cuadro # 12
Ingresos y egresos anuales medios de la seguridad social por habitante países seleccionados (año 1986) (dólares)
	Países
	Ingresos
	Egresos
	Prestaciones

	Dinamarca
	4.759.98
	4.636.53
	4.502.19

	España
	1.151.19
	1.133.16
	1.076.66

	Italia
	1.166.52
	1.290.13
	1.152.06

	Portugal
	331.55
	309.97
	293.67

	Reino Unido
	2.045.90
	1.976.31
	1.884.59


Fuente: Costo de la seguridad social. Encuesta Internacional 1984-1986
Los porcentajes en relación con el Producto Interno Bruto, que esos mismos países permiten calcular son los que muestra el cuadro siguiente que en algunos casos y conforme a la modalidad de financiamiento, revelan porcentajes sustancialmente más altos que los calculados para América Latina y muy particularmente para los países de la subregión.
Cuadro # 13
Relación de Ingresos de la seguridad social como porcentaje del PIB en algunos países de Europa
(Año: 1986)
	Países
	ISS/PIB

	Dinamarca
	27.00

	España
	18.40

	Italia
	10.10

	Portugal
	11.20

	Reino Unido
	21.10


Fuente: Costo de la seguridad social. Encuesta Internacional 1984-1986
El análisis de los valores porcentuales de la contribución, siguen mostrando importantes diferencias, en cuanto a la distribución dentro del modelo tripartita e igualmente en relación con otros países con mucho avance social y económico. El cuadro siguiente detalla los datos para la subregión.
Cuadro # 14
Distribución de los ingresos de la seguridad social según su procedencia en la Américas (año 1986) (porcentajes)
	Países
	Asegurado
	Empleadores
	Estado
	Otros

	Costa Rica
	25.50
	49.20
	2.6
	22.70

	México
	19.60
	63.10
	5.00
	12.30

	Panamá
	30.00
	44.90
	3.40
	21.70

	República  Dominicana
	20.10
	72.90
	0.00
	7.00

	Honduras
	23.90
	40.80
	3.30
	32.00

	El Salvador
	23.30
	54.00
	0.00
	22.70

	Guatemala
	26.80
	55.90
	0.00
	17.30


Fuente: Costo de la seguridad social. Encuesta Internacional 1984-1986.
Es muy evidente por lo tanto que estamos ante programas de seguro social, francamente insuficientes y poco desarrollados.
CUADRO 15
TIPOLOGIA Y CARACTERISTICAS DE LA REFORMA DE PENSIONES EN OCHO PAISES DE AMERICA LATINA: 1996-97
	CARACTERISTICAS
	ARGENTINA
	BOLIVIA
	COLOMBIA
	CHILE
	EL SALVADOR
	MEXICO
	PERU
	URUGUAY

	A.- FECHA Y
	REGIMEN 
	POLITICO
	
	
	
	
	
	

	1.- Año legislación
	1993
	1996
	1993
	1979-1980
	1996
	1995-1996
	1992
	1995

	2.- Entrada en vigor
	Septiembre 
1994
	Mayo (?) 
1997
	Abril 1994
	Mayo 1981
	Fines de 1997
	Julio-Sept 
1997
	Junio 1993
	Marzo 1996

	3.- Régimen político a la creación
	Democrático
	Democrático
	Democrático
	Autocrático
	Democrático
	Partido Hegemónico
	Golpe de Estado. Congreso disuelto
	Democrático

	4.- Tipo de legislación
	Ley Congreso
	Ley Congreso
	Ley Congreso
	Decreto-Ley Presidente
	Ley Congreso
	Leyes 
Congreso
	Decreto Presidencial
	Ley Congreso

	B.- TIPO DE 
REFORMA
	Mixto
	Privado Sustitutivo
	Paralelo o Selectivo
	Privado Sustitutivo
	Privado Sustitutivo
	Sustitutivo
	Paralelo o Selectivo
	Mixto

	1.- Sistema 
antiguo
	Público, se reforma, no se cierra
	Público se cierra y sus fondos se pasan al Tesoro
	Público, se reforma, no se cierra
	Reformado, se cierra
	Reformado, se cierra
	No reformado, se cierra en vejez (no en invalidez y muerte)
	No se reforma, ni se cierra
	Reformado, no se cierra

	a.- Método financiero
	Reparto
	Reparto
	Prima media escalonada
	Reparto
	Prima media escalonada
	Prima media escalonada
	Premia media escalonada
	Reparto

	b.- % asegurados en este sistema (respecto a total asegurado)

	67%
	0%
	60%
	5%
	n .d. 
	0% pero ver abajo
	42%
	b,d,

	2.- Sistema nuevo
	Público reformado más AFJP (privadas, públicas, bancos, sindicatos, etc.)
	AFF (privadas giro exclusivo)
	GAFP (privadas, públicas, cooperativas, mutuales, sindicatos, etc.)
	AFP (privadas, giro exclusivo)
	AFP (privadas giro exclusivo
	AFORES, giro exclusivo (públicas, privadas mixtas)
	AFP (privadas, giro exclusivo)
	Público reformado mas AFAP (públicas y privadas de varios tipos)

	a.- Método 
financiero
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual
	Capitalización plena e individual

	b.- % asegurados en este sistema (respecto a total asegurado)
	33%
	100%
	40%
	95%
	n.d.
	100% (pero ver abajo)
	58%
	n.d.

	C,. COBERT
	URA
	
	
	
	
	
	
	

	1.- Asegurados al momento de la reforma
	Plazo de un año para pasarse del mixto al público expiró pero aún se permite el traspaso del público al mixto
	Todos deben pasarse al nuevo sistema y el gobierno les asigna a 2 AFPs. Los asegurados en el antiguo que hayan cumplido con las condiciones de adquisición se les aplica el sistema antiguo
	Los menores de 35/40 años se pasan al nuevo (escogen entre el público y una AFP cada 3 años), los mayores de esa edad mantienen condiciones antiguas.
	Podían escoger entre el público y el privado (plazo para pasarse al privado ya expiró)
	Menores de 36 deben pasarse al privado de 36 a 50/55 6 meses para quedarse o pasarse: mayores de 50/55 deben quedarse en el público
	Todos los asegurados deben comenzar a contribuir al nuevo pero los actuales pueden escoger al retirarse las condiciones del antiguo o lo acumulado en el nuevo
	Podían y pueden escoger entre el antiguo y el nuevo (AFP) pero desde 1995 no pueden volver al antiguo
	Los menores de 40 años se pasan al nuevo: los mayores de esa edad pueden pasarse al nuevo dentro de un plazo que ya expiró

	2.- Asegurados futuros (que entran en el mercado laboral)
	Pueden escoger entre el público reformado y el mixto
	Deben entrar en el nuevo (no pueden escoger AFP hasta año 2000)
	Pueden escoger entre el público reformado y una SAFP
	Deben entrar en el nuevo (pueden escoger AFP)
	Deben entrar en el nuevo (pueden escoger AFP)
	Deben entrar en el nuevo (pueden escoger AFORE)
	Pueden escoger entre el antiguo y una AFP
	Deben entrar en el mixto


	CARACTERISTICAS
	ARGENTINA
	BOLIVIA
	COLOMBIA
	CHILE
	EL SALVADOR
	MEXICO
	PERU
	URUGUAY

	3.- Porcentaje De la PEA cubierto (los dos sistemas)
	82%
	12%
	38%
	80%
	23%
	38%
	32%
	80%

	4.- Porcentaje de afiliados que contribuyen en el sistema nuevo
	58%
	n.d.
	50-53%
	54%
	n.d.
	n.d.
	45%
	n.d.

	D.- CONTRIB

	UCIONES
	
	
	
	
	
	
	

	1.- Asegurados
	Igual
	Se aumenta
	Se aumenta en ambos sistemas
	Igual en el antiguo, se reduce en el nuevo
	Se aumenta
	Igual
	Igual en el antiguo, se reduce en el nuevo (desde 1996 mayor en el antiguo que el nuevo)
	Se aumenta ligeramente

	2.- Empleadores
	Igual
	Se elimina (salvo prima riesgos ocupacionales)
	Se aumenta en ambos sistemas
	Se elimina (salvo prima riesgos ocupacionales)
	Se aumenta
	Igual
	Igual en el antiguo, se elimina en el nuevo (en 1995 se elimina en el antiguo)
	Se reduce ligeramente

	3.- Estado
	Impuestos y cubre déficit en el programa público y transferencias al nuevo
	Cubre gastos de pensiones del sistema antiguo y transferencias al nuevo
	Cubre déficit del antiguo y transferencias al nuevo
	Cubre déficit del antiguo y transferencias al nuevo
	Cubre déficit del antiguo y transferencias al nuevo
	Igual, más cubre déficit del antiguo cuando se extingan sus reservas
	Cubre déficit del antiguo, transferencias al nuevo aun no en vigor
	Impuestos y cubre déficit en el programa público

	4.- Total de contribución salarial (sin Estado)

	27%
	12%
	14.5% en ambos
	13.1% (mayor en el antiguo) 
	13.5% a 14% (en 6 años)
	15.1% (más 2.4% de cotización estatal sobre nómina)
	13% en el antiguo y 11.8% en el nuevo (desde 1996)
	27.5%

	E.- BENEFICIOS
	
	
	
	
	
	
	
	

	1.- Pensión por edad
	Se aumenta y homologa la edad en todo el sistema a 60/65
	Se aumenta la edad a 65 años para ambos sexos (también con una cuenta individual igual a 70% del salario promedio de últimos 5 años)
	Se aumenta y homologa la edad en el antiguo (57/62), no edad específica en el nuevo (sino monto del fondo)
	Se aumenta y homologa la edad en todo el sistema (60/65)
	Se mantiene la misma edad (55/60) y se homologa para todo el sistema, más 25 años de aportes (o 30 años aportes con cualquier edad)
	Se mantiene la misma edad (65 para ambos sexos) más 24 años de aportes
	Se aumenta de 55/60 a 65 en el antiguo, más 13-15 de aportes. En el nuevo 65 años edad y 20 aportes
	Se aumenta y homologa la edad en todo el sistema (60), más 35 años de aporte

	2.- Reconocimiento de aportes en el sistema antiguo
	Prestación compensatoria (en antiguo y nuevo)., ajustada, sin interés, con techo, requiere 30 años de aportes, paga el programa público
	Compensación por cotización (bono), requiere 5 años de aporte, tiene techo, paga el Estado al sistema nuevo
	Bono, ajustado, paga interés, con techo, requiere 3 años de aporte, paga el programa público
	Bono de reconocimiento ajustado, gana interés, sin techo, paga el Estado al sistema nuevo
	Bono de reconocimiento se ajusta, no interés, sin techo, paga el Estado al sistema nuevo
	No hay El asegurado actual puede acogerse a las condiciones del sistema antiguo al retirarse
	Bono de reconocimiento, ajustado, no gana interés, con fecha, requiere 4 años de aportes, paga el Estado (pero ha emitido poquísimos)
	No, pero si años de contribuciones (para cumplir condiciones de retiro)


	CARACTERISTICAS
	ARGENTINA
	BOLIVIA
	COLOMBIA
	CHILE
	EL SALVADOR
	MEXICO
	PERU
	URUGUAY

	3.- Pensión mínima
	Si, en el programa público (pensión básica uniforme), no en la AFJP, requiere 30 años de aportes.
	No es establecida en la ley. Si el asegurado tiene 65 años y su fondo es menor al 70% del salario base, puede retirar sumas mensuales.
	Si, en el antiguo y en el nuevo (requiere edad y 23 años de aportes. Estado paga diferencia)
	Si. Estado paga toda en antiguo y diferencia en el nuevo
	Si, por el Estado, con 25 años de aportes y determinada por disponibilidad de recursos fiscales
	Si, en el antiguo y la diferencia en el nuevo pagada por el Estado (requiere 24 años de contribución)
	Si en el antiguo, no en el nuevo (promedio en 1995 pero no regulado)
	Si en el programa público (pensión básica), no en la AFAP

	4.- Invalidez y muerte
	En el programa público: y en el mixto en la AFJP, igual que en Chile
	La AFP cobra primas y transitoriamente cubre estos riesgos, hasta que se autoricen las compañías de seguro
	En el sistema público, y en la SAFP igual a Chile. Las reglas y cálculos son iguales en ambos sistemas
	AFP contrata con compañía de seguro privado, cobra y le traspasa la prima
	AFP, previa licitación, contrata con compañía de seguro privado, cobra y traspasa la prima
	Se mantienen en el sistema antiguo de seguridad social
	En el antiguo, en la AFP igual que Chile
	Dentro del programa mixto, en la AFAP, igual que en Chile

	5.- Ajuste
	AMPO basado en recaudación de asegurados contribuyentes y su número
	De acuerdo al Indice de Mantenimiento del Valor, relacionado con el dólar
	Por el gobierno, anual, basado en IPC
	Unidades constantes (UF)
	Por el gobierno, anual, discrecional
	Anualmente de acuerdo con el IPC
	Por ley en el antiguo
	Valores constantes de 1995

	F.- ADMINIS 
(sistema nuevo
	TRACION 
de capitalización)
	
	
	
	
	
	
	

	1.- No de administradoras (capitalización)
	21
	2 en los primeros 5 años
	9
	13
	2-3 (proyectadas en marzo 1997)
	17 (aprobadas en marzo 1997)
	5
	6

	2.- Concentración de asegurados en 3 mayores
	40%
	100%
	58%
	69%
	100%
	n.d.
	73%
	n.d.

	3.- Capital requendo (US$)
	3.000.000
	1.445.000
	4.000.000
	650.000
	570.000 a 1.700.000
	3.200.000 mas 500.000 por cada inversora (SIEFORE)
	500.000 (500.000 soles de 1992)
	1.000.000 (60.000 unidades constantes de 1995)

	4.- Fondo de pension acumulado (US $ millones, 1996)
	4.485 (1 4% del PIB)
	n.d.
	468 (0 6% del PIB)
	27.805 (39% del PIB)
	n.d.
	n.d.
	949 (2% del PIB)
	26 (0 2% del PIB)

	5.- Rendimiento real anual de la inversión 0
	16.2% (1994-96)
	n.d.
	6.7% (1995-96)
	12 2% (1981-96)
	n.d.
	n.d.
	7 1% (1993-96)
	n.d.

	6.- Cambios de administradora
	Dos por año
	No hasta año 2.000, uno al año después
	Dos por año
	Libre
	Uno y medio por año
	Uno por año
	En la práctica uno por año
	Dos por año

	7.- Supervisión
	Superintendencia AFJP, financiada por AFJPs
	Superintendencia de Pensiones, financiada por AFPs
	Superintendencia Bancaria
	Superintendencia AFP, financiada por Estado
	Superintendencia de Pensiones, financiada por AFPs
	CONSAR (publica), financiada por Estado
	Superintendencia AFP, financiada por AFPs
	Banco Central del Uruguay


Fuente: Compilación del autor basado en legislación y estadísticas de los ocho países
Cuadro # 16
Países de la subregión
	Países
	Ratificado
	No ratificado

	Costa Rica
	X
	

	República Dominicana
	
	X

	El Salvador
	
	X

	Guatemala
	
	X

	Honduras
	
	X

	México
	X
	

	Nicaragua
	
	X

	Panamá
	
	X


Fuente: Memoria del Director General OIT, Caracas 1992. 
Podría suponerse de que la falta de cumplimiento de normas internacionales sobre seguridad social, se deba a la ausencia de participación de representantes de los asalariados y trabajadores en los órganos de gestión y administración de la seguridad social. Si se examinan los datos del cuadro siguiente se verifica que en países de la subregión y otros que fueron referidos en el informe del Director General de la OIT al cual se ha hecho referencia reiterada en este documento, se tiene representación de esos sectores, respondiendo al tripartismo incorporado como norma general en las recomendaciones y políticas de la OIT. 
Cuadro # 17
Representación de los copartícipes sociales en los órganos administrativos de la seguridad social
	Países
	Trabajadores
	Empleados
	Gobierno
	Otros
	Total

	Brasil
	4
	3
	3
	5
	15

	Colombia
	4
	1
	1
	1
	7

	Costa Rica
	2
	2
	2
	1
	7

	Ecuador
	5
	1
	1
	1
	8

	México
	4
	4
	4
	-
	12

	Panamá
	3
	3
	3
	1
	10

	Paraguay
	2
	2
	2
	-
	9

	República 
Dominicana
	3
	3
	3
	-
	7

	Venezuela
	2
	2
	2
	1
	7


Lo que plantea lo anterior es que el tripartismo da lugar para alianzas más frecuentes entre el sector económico y el sector político. Las afinidades asoman de otro lado una coincidencia que no legitima necesariamente la democracia como práctica ni el interés de las mayorías como objetivo.
Cuadro # 18
USO SIMULADO DEL SALARIO MINIMO
	SATISFACCION
	GASTOS

	1
	ALIMENTACION

	1
	VIVIENDA

	1
	VESTIDO

	1
	ATENCION MEDICA

	1
	EDUCACION

	1
	OCIO RACIONAL

	1
	AHORRO

	7
	TOTAL SATISFACCION BASICA


SUPUESTO: Satisfacción básica = 1. Privación total = 0
Si los datos revelan que sólo están cubiertos por los programas del seguro social de determinado país menos del 20% de la población total, es prudente preguntarse como enfrentan las contingencias de enfermedad, muerte, invalidez y la atención de la maternidad y la vejez, el restante 80%. Esos riesgos y realidades siempre ocurren sin distinguir entre asegurados y no asegurados.
Cuadro # 19
INCIDENCIA DE LA POBREZA POR INGRESO
	SATISFACCION SIMULADA
	GASTOS

	0.5
	ALIMENTACION

	0.5
	VIVIENDA

	0.5
	VESTIDO

	0.25
	ATENCION MEDICA

	0
	EDUCACION

	0
	OCIO RACIONAL

	0
	AHORRO

	1.75
	NIVEL DE INSATISFACCION POBREZA


La reducción en los grados insatisfacción hasta un 5.25, nos plantea que realmente estos grupos ocupan un apalancamiento fuerte de la socio unidad en que interactúan.
 Si no se ha tenido un soporte para atenuar o eliminar las privaciones, se entra en estado de pobreza sin freno. Los programas de salarios mínimos suficientes; la inversión en educación pública gratuita; los sistemas de salud pública universales; el fomento de programas de vivienda popular, etc.; son instrumentos que contribuyen a corregir esta distorsión en el macrosistema social que repercute en forma amplia.
CAPITULO III
El marco jurídico de la Ley 87-01 sobre Seguridad Social

La Ley de Seguridad Social es considerada como parte de una trilogía de reformas madres, junto a las reformas tributaria y arancelaria. Su trascendencia reside en que de las tres esta es la única con un profundo contenido humano y que tendrá un gran impacto social y económico. 

 La Ley de Seguridad Social es una pieza moderna, coherente y flexible que permitirá al país colocarse, en sólo una década, entre los países más avanzados de América Latina en este campo. 
Este salto cualitativo forma parte del esfuerzo nacional para asegurar la mayor protección social a todos sus ciudadanos y ciudadanas dentro de una visión política fundamentada en el criterio de que el desarrollo de sus recursos humanos constituye la principal riqueza de nuestra nación. 
Es un paso en la dirección correcta, en un mundo dominado por el desarrollo tecnológico y la interpretación oportuna de la información apropiada. 

 El Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) establecido mediante la presente Ley, contiene una variedad de modalidades de solidaridad social, tan necesarias para la convivencia humana, para la paz social, y muy especialmente, para fortalecer los esfuerzos orientados a combatir la pobreza y crear mayores oportunidades de bienestar a favor de los grupos sociales más postergados. 
 
Esta Ley se logra luego de tres décadas de intentos fallidos por modernizar el Seguro Social Dominicano. 
 
La Ley de Seguridad Social marca un hito en el afianzamiento de la separación de los poderes del Estado y en la cooperación entre los mismos. Esta es la primera Ley de tanta complejidad e impacto en el desarrollo humano sostenible que emana del Congreso Nacional. 
La ley y la aplicación de la misma en los actuales momentos ha provocado ciertas inquietudes en los ciudadanos de la República Dominicana, las cuales requieren ser respondidas de manera tal que al momento de estar inscrito en los planes de pensiones se esté claro del proceso que conlleva, sus beneficios y sus ventajas.
3.1 La Ley respecto a la seguridad social
3.1.1 Lo que le cobrarán al trabajador independiente según lo establecido

Art. 19.- Financiamiento de los regímenes Subsidiado y Contributivo Subsidiado 
 
“El Régimen Subsidiado se financiará con las aportaciones del Estado Dominicano, de acuerdo al artículo 8 de la Constitución de la República. Las aportaciones al Régimen Contributivo Subsidiado provendrán de dos fuentes. Una contribución de los beneficiarios y un subsidio que aportará el Estado Dominicano para suplir la falta de un empleador formal. El monto de este subsidio será en proporción inversa a los ingresos reales de cada categoría de trabajador por cuenta propia. Las aportaciones de los trabajadores independientes se calcularán en base a un múltiplo del salario mínimo nacional.”

Según lo que establece el artículo 19 de la Ley sobre Seguridad Social, en el régimen contributivo subsidiado, que es al que pertenecen los trabajadores que no tienen relación de dependencia a un empleador, conocidos como independientes o por cuenta propia, las aportaciones provendrán de dos fuentes, una contribución  de los beneficiarios y la otra la aportará el Estado Dominicano, para suplir la falta de un empleador formal.
3.1.2 Conocimiento de las instituciones de que el individuo está asegurado
“Según el Párrafo único del Artículo 11, ”el CNSS otorgará a todos los ciudadanos un número de afiliación, independientemente de la edad y del régimen a que esté afiliado. El mismo deberá ser compatible con el registro de la cédula de identidad y electoral.” 

En su párrafo  único del artículo 11 la ley  dispone que al ciudadano afiliado habrá de entregársele  un número de afiliación, independientemente de la edad y del régimen al que decidió afiliarse.
 La identificación deberá ser un carnet y el número deberá corresponder con el mismo número de su cédula de identidad, para que con ese documento pueda acceder a los servicios con el uso de dicho carnet elaborado para tales fines.
3.1.3 El descuento de acuerdo a lo que gane el empleado
Art. 14.- Aportación del empleador y del trabajador 
 “El empleador contribuirá al financiamiento del Régimen Contributivo, tanto para el Seguro de Vejez, Discapacidad y Sobrevivencia como para el Seguro Familiar de Salud, con el setenta (70) por ciento del costo total y al trabajador le corresponderá el treinta (30) por ciento restante.” 

El costo del seguro de Riesgos Laborales será cubierto en un cien por ciento (100%) por el empleador. En adición, el empleador aportará el cero punto cuatro (0.4) por ciento del salario cotizable para cubrir el Fondo de Solidaridad Social del sistema provisional. 
Todos los empleados pagarán el mismo porcentaje de su salario hasta el salario máximo alcanzable.
3.1.4 El cobro de las cotizaciones de la Seguridad Social
Art. 30.- Sistema de Recaudo, Distribución y Pago 
 “El sistema de Recaudo, Distribución y Pago estará a cargo de la Tesorería de la Seguridad Social y será aprobado por el CNSS con la asesoría de una comisión interinstitucional de expertos. 
El mismo incluirá un programa de computadora unificado, sencillo y funcional para facilitar al empleador el cálculo y la distribución de las cotizaciones en los tres seguros del SDSS. Los empleadores efectuarán el pago dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes a través de la red bancaria nacional o de entidades debidamente acreditadas.”
 
De conformidad con lo que establece este artículo este cobro  se hará a través  del sistema de recaudo, distribución y pago, a cargo de la tesorería  de la Seguridad Social y será responsabilidad de los empleadores hacer efectivo el pago antes  que se pasen los tres primeros días hábiles de cada mes, en el banco al cual se haya comprometido.
3.1.5 Pagos por concepto de  incentivos
Art. 17.- Base de cotización
“Para los trabajadores dependientes, el salario cotizable es el que se define en el artículo 192 del Código de Trabajo.”

En el caso de los trabajadores por cuenta propia, la base de contribución será el salario mínimo nacional, multiplicado por un factor de acuerdo al nivel de ingreso promedio de cada segmento social de este régimen. 
El salario se integra por el dinero en efectivo que debe ser pagado por hora, por día, por semana, por quincena o por mes al trabajador
3.2 La protección familiar
3.2.1  La cobertura de la salud
Art. 140.- Costo y financiamiento del Régimen Contributivo 
 El Seguro Familiar de Salud (SFS) del Régimen Contributivo se fundamenta en un régimen financiero de reparto simple, basado en una cotización total del diez por ciento (10%) del salario cotizable: un tres por ciento (3.0%) a cargo del afiliado y un siete por ciento (7.0%) del empleador, distribuido en las siguientes partidas como sigue: 

· Un nueve punto cuarenta y tres por ciento (9.43%) para el cuidado de la salud de las personas
· Un cero punto diez por ciento (0.10%) para cubrir las Estancias Infantiles; 
· Un cero punto cuarenta por ciento (0.40%) destinado al pago de subsidios; 
· Un cero punto siete por ciento (0.07%) para las operaciones de la  Superintendencia de Salud y Riesgos Laborales. 
El párrafo II del artículo 140 establece en la ley que el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) establecerá el aporte porcentual al Seguro Familiar de Salud (SFS) de los pensionados y jubilados de los regímenes Contributivo y Contributivo Subsidiado, de acuerdo a su condición social y económica, procurando la mayor solidaridad posible. 
El párrafo III contempla que el CNSS programará, en forma gradual y progresiva, la puesta en marcha de estas prestaciones hasta alcanzar su vigencia total. De igual forma, ante un incremento del costo de las prestaciones de salud en especie, el CNSS podrá racionar las prestaciones en dinero. 
En el párrafo IV, los subsidios por enfermedad y maternidad estarán a cargo de la Superintendencia de Salud y Riesgos Laborales, la cual podrá subrogarlos o administrarlos directamente. 
El párrafo V reza que el CNSS previo estudio ponderado, establecerá un límite máximo porcentual por la administración del Plan Básico de Salud con cargo al mismo. 
El Art. 142.- Financiamiento del Régimen Subsidiado, contiene: 
 “El Régimen Subsidiado será financiado con un aporte del Estado Dominicano, con cargo a la ley de Gastos Públicos. Su monto será determinado en función de la cantidad de población atendida y del costo per cápita del plan básico de salud. Durante el período de transición la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS) deberá separar los fondos asignados en su presupuesto e identificar los recursos destinados a la atención a las personas.” 

En función de la población comprendida por este régimen se determinará el monto actual de la asignación per cápita, debiendo el Estado Dominicano adicionar los recursos necesarios para completar el costo per cápita del plan básico de salud correspondiente a este Régimen de las aportaciones consignadas en el artículo 20 de la presente ley. 
Los subsidios mensuales que otorga el Estado Dominicano a las instituciones prestadoras de servicios de salud se transformarán en una modalidad de compra de servicios prepagada con cargo a la cual el Estado Dominicano referirá una cantidad proporcional de pacientes del Régimen Subsidiado y Contributivo Subsidiado, establecida previamente y de común acuerdo, para fines de atención sin costo adicional. 
El mismo artículo 142 establece que  la atención  de la salud de los trabajadores con ingresos inestables o inferiores al salario mínimo  o que no tienen  ningún ingreso, lo  mismo que las personas desempleadas, formarán parta del régimen subsidiario.
3.2.2 Cobertura de las prestaciones del seguro familiar
Art. 127.- Prestaciones del Régimen Contributivo 
 “El Seguro Familiar de Salud (SFS) del Régimen Contributivo cubrirá prestaciones en especie y en dinero:   Plan básico de salud; servicios de estancias infantiles;  prestaciones en dinero: subsidios por enfermedad; y  Subsidios por maternidad.” 
 
 Los afiliados que ingresen por primera vez al Seguro Familiar de Salud, sean de empresas nuevas o existentes, así como sus familiares, tendrán derecho a atención médica a partir de los 30 días de su inscripción formal, salvo en caso de emergencia en que la atención será inmediata. 
Además se prevé  los servicios de estancias infantiles, en donde las madres podrán dejar a sus hijos mientras se integran a sus medios de producción o empleos desde que estos cumplan los 45 días de nacidos hasta los cinco años de edad.
Aquí también se establece  el subsidio por maternidad, lactancia materna y la incapacidad por enfermedad a todos los asalariados, de acuerdo a las  normas de la Ley y su reglamento.
3.2.3 Los empleados privados cesantes
Art. 124.- Conservación temporal del derecho a servicios de salud 
 Cuando el afiliado quede privado de un trabajo remunerado solicitará una evaluación de su situación, a fin de determinar en cuál de los otros regímenes califica. Durante sesenta (60) días conservará, junto a sus dependientes, el derecho a prestaciones de salud en especie, sin disfrute de prestaciones en dinero. 

El derecho de un trabajador y su familia a recibir los servicios de salud no se pierde, aun cuando quede cesante. En el caso de que permaneciere desempleado por más tiempo, pasará al régimen subsidiario y el Estado cubrirá el costo de los servicios.
3.2.4 Los cotizantes del Seguro social y  de igualas médicas
Art. 141.- Eliminación de la doble cotización 
 “A partir de la vigencia de la presente ley, queda eliminada la doble cotización por aseguramiento. Un afiliado sólo podrá estar inscrito y recibir servicio de una sola Administradora de Riesgos de Salud (ARS) o del Seguro Nacional de Salud (SNS).”
 
En tal sentido, se establece un sistema único de afiliación al Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS), el cual sólo podrá ser otorgado por el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) y tendrá jurisdicción y validez en todo el territorio nacional.
 En un plazo no mayor de veinticuatro (24) meses a partir de la vigencia del Seguro Familiar de Salud (SFS), el CNSS entregará una identificación de la seguridad social para sustituir a cualquier otro existente, para fines legales. 
Cuando un trabajador realice simultáneamente trabajos bajo relación asalaria-da y por cuenta propia, su cotización se realizará en base al Régimen Contributivo. 
La eliminación  de la doble cotización constituye una demanda sentida, tanto por el trabajador, ya que la misma reduce el presupuesto familiar, como por el empleador, quien al pagar dos veces  por el mismo servicio, incurre en costos innecesarios que reducen su competitividad; pero además, erradica para siempre una práctica perversa que incentiva la ineficiencia y el burocratismo.
3.2.5 Condición de pago del médico que labora para los hospitales públicos
según lo que establece el párrafo II del articulo 73, las tarifas mínimas de los honorarios profesionales serán establecidas y re-visadas anualmente por un comité nacional de honorarios profesionales, compuesto por siete (7) miembros distribuidos de la manera siguiente: dos representantes gubernamentales; uno del Seguro Nacional de Salud; uno de las Administradoras de Riesgos de Salud (ARS) privada; dos profesionales de la salud en las áreas especializadas correspondientes y; un representante de los afiliados. 

Las resoluciones emanadas de este comité deberán ser aprobadas por el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS), el cual establecerá las normas complementarias para su constitución y funcionamiento. 
3.2.6 Salud pública y la Seguridad Social
Art. 167.- Desarrollo de la red pública de salud 
 Con el propósito de fortalecer la red pública de salud y de lograr niveles adecuados de calidad, satisfacción, oportunidad, eficiencia y productividad, durante el período de transición, la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS) y el Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS) deberán realizar las siguientes reformas: 
 a) Remodelación y reacondicionamiento de las instituciones de salud y  construcción y 
equipamiento de los centros de atención en las áreas geográficas  de mayor demanda 
insatisfecha.
  b) Implementación de formas de contratación de los recursos humanos que  fomenten la 
dedicación institucional mediante un salario básico, más incentivos  por  desempeño y resultados obtenidos.
  c) Capacitación de los recursos humanos en técnicas de desarrollo gerencial, determinación de costos, facturación y cobro, entre otras, orientadas a elevar la eficiencia, productividad y  competitividad.
 d) Separación de la responsabilidad de regulación, dirección y supervisión de las 
funciones de administración del riesgo y provisión de los servicios de salud.
 e) Implantación de modalidades de asignación de las partidas para el cuidado de  la salud de las personas, de acuerdo a la cobertura real y al logro de metas institucionales definidas en los compromisos de gestión de las unidades de salud. 
f) Creación de consejos de administración de las redes de servicios públicos, incluyendo  autoridades locales y a representantes comunitarios de los afiliados y usuarios.
 g) Firma de compromisos de gestión entre la Secretaría de Estado de Salud 
Pública y Asistencia Social (SESPAS) y/o el Instituto Dominicano de Seguros  Sociales (IDSS) y el personal directivo, profesional, técnico y administrativo de  las instituciones de salud, otorgando incentivos financieros, materiales y morales por el logro de metas de cobertura poblacional y por resultados obtenidos en términos de calidad, oportunidad y satisfacción. 
El párrafo, del artículo 167 hace constar que “el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) establecerá límites para la ejecución de estas reformas, mediante una programación gradual y progresiva.”
 
El Estado Dominicano ampliará los programas y proyectos de reforma del sector salud, orientados a fortalecer la función rectora, normativa y supervisora de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social (SESPAS) del Sistema Nacional de Salud; así como a desarrollar la capacidad del Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS) y de las Administradoras de Riesgos de Salud locales de administrar los riesgos y proveer los servicios de salud en redes articuladas, de acuerdo a la presente ley y sus normas complementarias. 
3.2.7 El seguro médico de los maestros
Artículo 149 párrafo único
 Se dispone el reconocimiento y la articulación de las igualas médicas, seguros de salud y seguros autoadministrados, con y sin fines de lucro, registrados a la fecha de la promulgación de la presente ley en la Secretaría de Estado de Industria y Comercio.

Al igual que todos los seguros médicos el de los maestros está reconocido ante la Ley de Seguridad Social y quedará articulado dentro del Sistema de Seguridad Social.
Este seguro podrá ofertar servicios a otros segmentos de la población y garantizar así  un uso más eficiente de su personal y de sus instalaciones, lo que le permitirá reducir costos operacionales y mejorar la atención de su propia membresía.
Art. 165.- Cobertura poblacional 
 “ Durante un período de cinco (5) años a partir de la promulgación de la presente ley, el Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS) conservará a todos los trabajadores privados que sesenta (60) días antes de entrar en vigencia la presente ley, sólo estuviesen afiliados al régimen del seguro social, más sus familiares. 

Y por un período de dos (2) años los empleados públicos o de instituciones autónomas y descentralizadas permanecerán en las igualas y seguros privados a que estuviesen afiliados por lo menos sesenta (60) días antes de entrar en vigencia la presente ley y siempre que lo deseen.
4.3 Lo que prevé la Ley respecto al sistema de pensiones
4.3.1 Sector de los militares retirados
Art. 43.- Reconocimiento de los derechos adquiridos 
Todos los ciudadanos conservarán los años acumulados y los derechos adquiridos en sus respectivos planes de pensiones, como sigue
: 
a) Los actuales pensionados y jubilados por las leyes 1896 y 379, y de los otros planes existentes continuarán disfrutando de su pensión actual, con derecho a actualizarla periódicamente de acuerdo al índice de precios al consumidor.
b)  Los afiliados amparados por las leyes 1896 y 379 con más de 45 años de edad recibirán una pensión de acuerdo a las mismas, con derecho a actualizarla periódicamente de acuerdo al índice de precios al consumidor.
c) A los afiliados protegidos por las leyes 1896 y 379 con edad de hasta 45 años se les reconocerán los años acumulados y recibirán un bono de reconocimiento por el monto de los derechos adquiridos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, el cual ganará una tasa de interés anual del dos por ciento (2%) por encima de la inflación, redimible al término de su vida activa.
 Adicionalmente, las nuevas aportaciones irán a una cuenta a su nombre que serán invertidas e incrementadas con los intereses y utilidades acumulados durante el resto de su vida laboral.
 Al momento de su retiro, el fondo de pensión será igual a la suma:
a) Del bono de reconocimiento, más los intereses reales devengados.
b)  y b) Del saldo final de su cuenta individual. El monto de su pensión será actualizado periódicamente de acuerdo al índice de precios al consumidor.
c) Los nuevos afiliados, sin importar la edad, recibirán una pensión de acuerdo a los aportes realizados, más los intereses y utilidades acumulados durante su vida laboral. 
Los nuevos afiliados con más de 45 años de edad podrán hacer aportes adicionales, exentos de impuestos, a fin de incrementar su fondo de pensión para el retiro. El monto de su pensión será actualizado periódicamente de acuerdo al índice de precios al consumidor.
e) Los dominicanos residentes en el exterior recibirán una pensión de acuerdo al monto de las aportaciones más los intereses y utilidades acumuladas, en la misma moneda en que realizaron sus aportaciones, con derecho a actualizarla periódicamente de acuerdo al índice de precios al consumidor.
 Los afiliados mayores de 45 años que debido al limitado tiempo de cotización no alcancen la pensión mínima, recibirán al momento de su retiro un solo pago por el monto de su cuenta personal más los intereses acumulados. 
También conservarán todos los derechos adquiridos aquellas personas que al momento de entrada en vigencia de la presente ley estuviesen disfrutando, o tengan derecho a disfrutar, de dos o más pensiones siempre que sean el resultado de cotizaciones a igual número de planes contributivos. 
El Estado Dominicano, a través de la Secretaría de Estado de Finanzas, pagará regularmente a los pensionados actuales y a los asegurados que permanecerán en el sistema de pensión de las leyes 1896 y 379. Para tales fines, el aporte a la cuenta personal de dichos asegurados será transferido a una cuenta especial de la Secretaría de Estado de Finanzas.
 El IDSS establecerá un autoseguro para cubrir el seguro de vida y discapacidad correspondiente a estos afiliados, bajo el entendido de que dichos fondos sólo podrán emplearse en el pago de las prestaciones de este riesgo. 
Los derechos adquiridos por los afiliados protegidos por las leyes 1896 y 379 que pasan al nuevo sistema serán calculados en base al uno punto cinco por ciento (1.5%) por cada año cotizado, multiplicado por el salario cotizable promedio de los doce (12) meses anteriores a la promulgación de la presente ley.
3.3.2 Personas con discapacidad
Art. 63.- Beneficiarios de la pensión solidaria 
 Se establece una pensión solidaria en beneficio de la población discapacitada, desempleada e indigente, como parte de una política general tendente a reducir los niveles de pobreza
. 
Tendrán derecho a la misma: 
a) Las personas de cualquier edad con discapacidad severa, siendo consideradas así las que de una manera permanente se encuentran incapacitadas para desempeñar un trabajo normal, o que hayan sufrido una disminución por lo menos la mitad  de su capacidad de trabajo, que no puedan garantizar su subsistencia y que no tengan derecho a otra pensión.
b) Las personas mayores de sesenta años de edad que carecen de recursos suficientes para  satisfacer sus necesidades esenciales.
c) Las madres solteras desempleadas con hijos menores de edad que carecen de 
recursos suficientes para satisfacer sus necesidades esenciales y garantizar la 
educación de los mismos. 
En el párrafo I “se considerarán discapacitadas las personas que de manera permanente se encuentren incapacitadas para desempeñar un trabajo normal, o que hayan sufrido una disminución de por lo menos la mitad de su capacidad de trabajo, que no puedan garantizar su subsistencia y que no tengan derecho a otra pensión del Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS).

 Se entenderán por personas de escasos recursos las que tengan ingresos inferiores al cincuenta por ciento (50%) del salario mínimo nacional, siempre que, además, el promedio de los ingresos de su familia sea también inferior a dicho porcentaje, luego de dividir el ingreso total de la familia entre el número de miembros que la componen.
A tal efecto, se considerará como núcleo familiar a aquellas personas que, unidas o no por vínculos de parentesco, hayan convivido en forma permanente bajo un mismo techo durante los últimos tres años. 
El reglamento determinará los indicadores socio-económicos que servirán de referencia para acreditar la carencia de recursos, así como las normas y procedimientos para otorgar y supervisar la prestación de este servicio. 
Los beneficiarios podrán realizar trabajos remunerados ocasionales y no podrán solicitar ayuda en las vías públicas, ni dedicarse a actividades contrarias a la moral y a las buenas costumbres.
3.3.3 Cuando el empleado decida cambiar  de trabajo
Art. 36.- Afiliación al Sistema Provisional Contributivo 
 “La afiliación del trabajador asalariado y del empleador al régimen provisional es obligatoria, única y permanente, independientemente de que el beneficiario permanezca o no en actividad, ejerza dos o más trabajos de manera simultánea, pase a trabajar en el sector informal, emigre del país, o cambie de Administradora de Fondos de Pensión (AFP).”

 Cada trabajador está en la obligación de seleccionar su AFP e informarlo a su empleador en un plazo no mayor de 90 días a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 
Si el empleado no lo hiciese dentro de este plazo, el empleador tiene la obligación de inscribirlo a la AFP a la que se hayan afiliado la mayor parte de sus empleados, dentro de un plazo de 10 días contados a partir de la fecha de vencimiento del plazo establecido. 
Cuando un trabajador preste servicio a dos o más empleado-res deberá seleccionar a uno de éstos e informar a los demás el número de afiliación a fin de que éstos puedan remitir a la misma cuenta las cotizaciones correspondientes.
 El empleador que no cumpla con esta disposición en el tiempo establecido tendrá una sanción del cinco 5% mensual de recargo sobre el monto de las aportaciones retenidas. 
3.3.4 Beneficios a los accidentes de trabajo
Art. 189.- Derechos del trabajador afectado 
 Sin perjuicio de los derechos a indemnización establecidos en la presente ley y el reglamento de Riesgos Laborales, el trabajador afectado por una enfermedad profesional tiene el derecho a ser trasladado a otras áreas de trabajo y/o actividades en donde esté libre de los factores o agentes causantes de la enfermedad” 

El seguro de riesgos laborales es uno de los logros más importantes en la Ley de Seguridad Social. La protección de los trabajadores que sufran accidentes mientras desempeñen sus funciones en la empresa o institución para la cual  laboran,  o en el trayecto hacia y después de su lugar de trabajo, estará cubierta por este seguro, otorgándoles prestaciones que van desde atenciones médicas e indemnización por discapacidad temporal.
Los beneficios de este seguro se extienden a la familia del afiliado. En el caso de que falleciera el trabajador afiliado, como consecuencia de un accidente de trabajo, sus familiares recibirán una pensión de sobrevivencia.
Art. 190.- Riesgos que cubre el Seguro de Riesgos Laborales 
 El Seguro de Riesgos Laborales comprende: 
a) Toda lesión corporal y todo estado mórbido que el trabajador o aprendiz sufra por 
consecuencia del trabajo que realiza. 
b) Las lesiones del trabajador durante el tiempo y en el lugar del trabajo, salvo 
prueba en  contrario. 
c) Los accidentes de trabajo ocurridos con conexión o por consecuencia de las 
tareas encomendadas por el empleador, aunque estas fuesen distintas de la  categoría profesional del  trabajador.
  d) Los accidentes acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan conexión con el trabajo.
  e) Los accidentes de tránsito dentro de la ruta y de la jornada normal de trabajo. 
 f) Las enfermedades cuya causa directa provenga del ejercicio de la profesión o el  trabajo que realice una persona y que le ocasione discapacidad o muerte. 
 Los fondos de pensiones creados mediante leyes específicas o planes corporativos podrán continuar operando, siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la presente ley y sus normas complementarias, en especial: 
a) Que las cotizaciones sean iguales o superiores a las que establece la presente ley.
  b) Que la proporción destinada a la cuenta personal sea acumulada en cuentas individuales exclusivas de los afiliados.
 c) Que los fondos de pensión sean invertidos y obtengan la rentabilidad real  mínima.
  d) Que se incluya un seguro de vida y discapacidad con las prestaciones estipuladas en la 
presente ley y sus normas complementarias. 
e) Que sean regulados, monitoreados y supervisados por la Superintendencia de Pensiones.
f) Que prevean el traspaso de la cuenta personal a la AFP seleccionada en caso de que el afiliado cese en el empleo. 
g) Que inviertan sus activos de acuerdo a la presente ley y sus normas complementarias. 
 Los empleadores que cotizan a los fondos especiales están obligados a con-tribuir con el Fondo de Solidaridad Social y con la Superintendencia de Pensiones, según lo establece el artículo 61 de la presente ley. 
Los planes de pensiones existentes a que se refiere el presente artículo deberán realizar estudios actuariales para determinar el valor presente de sus activos y pasivos. 
Aquellos que, a juicio de la Superintendencia de Pensiones, estén operando de manera eficiente y presenten la solidez requerida que respalde adecuadamente los fondos de pensiones, podrán constituirse en Administradoras de Fondos de Pensiones, para lo cual deberán ajustar sus estatutos y reglamentos de acuerdo a la presente ley y sus normas complementarias, en un período no mayor de cuatro años a partir de la vigencia de la presente ley.
 El Consejo Nacional de Seguridad Social, con el apoyo técnico de la Superintendencia de Pensiones, gestionará ante el Estado Dominicano un certificado de reconocimiento, de carácter excepcional, a favor de los trabajadores afiliados a las cajas o fondos de pensiones. 
Los planes de pensiones disueltos deberán transferir, en un plazo no mayor de noventa (90) días hábiles, la parte de los activos correspondientes a cada afiliado a la AFP seleccionada por éste. 
Las Cajas de Pensiones y Jubilaciones que operan con carácter complementario podrán seguir operando como tales, sin estar sujetas a los requisitos que establece la presente ley. No obstante, el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) dictará las normas mínimas sobre la administración de los fondos y la prestación de los servicios, los cuales estarán sujetos a la supervisión de la Superintendencia de Pensiones. 
 Todas las pensiones de sobrevivientes, por incapacidad y por renta vitalicia serán actualizadas periódicamente según el Índice de Precios al Consumidor (IPC). El Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS) dispondrá la normativa al respecto. 
La pensión por vejez comprende la protección del pensionado y de sus 
sobrevivientes. e adquiere derecho a una pensión por vejez, cuando el afiliado  acredite: 
a) Tener la edad de sesenta (60) años y haber cotizado durante un mínimo de trescientos sesenta  meses. 
b) Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años y acumulado un fondo que le  permita disfrutar  de una jubilación superior al cincuenta por ciento (50%) de la pensión mínima. 
La pensión por discapacidad total equivaldrá al sesenta por ciento (60%) del salario base y en los casos de discapacidad parcial corresponderá al treinta por ciento (30%), siempre que no afecte la capacidad económica de producción del afiliado. En ambos casos la pensión será calculada en base al promedio del salario cotizable indexado de los últimos tres años. 
En caso de fallecimiento del afiliado, los beneficios de la pensión serán otorgados a los sobrevivientes en las condiciones y límites que establece el artículo 51. Del monto de la pensión, la compañía de seguro deducirá el aporte del afiliado al seguro de vejez, discapacidad y sobrevivencia y lo depositará en la cuenta personal de éste. 
La certificación de discapacidad total o parcial será determinada individual-mente tomando en cuenta la profesión o especialidad del trabajo de la persona afectada por la Comisión Técnica sobre Discapacidad. 
La pensión por discapacidad de los trabajadores protegidos por las leyes actualmente vigentes equivaldrá a los montos que estas establecen. 
 La pensión mínima del Régimen Contributivo equivaldrá al cien por ciento (100%) del salario mínimo legal más bajo. La Superintendencia de Pensiones establecerá la forma en que el Fondo de Solidaridad Social aportará los recursos complementarios. La pensión mínima sólo es aplicable para los pensionados por vejez y no es extensiva a los casos de discapacidad y sobre-vivencia. 
Las compañías de seguros que ofrezcan seguros de vida a los  afiliados y/o rentas vitalicias a los pensionados y jubilados serán autorizadas a operar como tales, así como normadas y fiscalizadas en lo relativo a esas funciones por la Superintendencia de Pensiones, de común acuerdo con la Superintendencia de Seguros. 
Las aportaciones a la cuenta personal del afiliado constituyen un fondo de pensión de su patrimonio exclusivo, el cual será invertido por la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) seleccionada, en las condiciones y límites que establece la presente ley y sus normas complementarias, con la finalidad de incrementarlo mediante el logro de una rentabilidad real.
 El fondo y sus utilidades son inembargables, no serán objeto de retención y sólo podrán ser retirados cuando el afiliado cumpla con los requisitos para su retiro, bajo las modalidades establecidas por la presente ley y sus normas complementarias. 
El Estado Dominicano garantizará a todos los afiliados el derecho a una pensión mínima. Al efecto, se establece un Fondo de Solidaridad Social en favor de los afiliados de ingresos bajos, mayores de 65 años de edad, que hayan cotizado durante por lo menos 300 meses en cualquiera de los sistemas de pensión vigentes y cuya cuenta personal no acumule lo suficiente para cubrirla. En tales casos, dicho fondo aportará la suma necesaria para completar la pensión mínima. 
 El empleador es responsable de inscribir al afiliado, notificar los salarios efectivos o los cambios de estos, retener los aportes y remitir las contribuciones a las AFP, en el tiempo establecido por la presente ley y sus normas complementarias. 
La Tesorería de la Seguridad Social es responsable del cobro administrativo de todas las cotizaciones, recargos, multas e intereses retenidos indebidamente por el empleador. Agotada la vía administrativa sin resultados, podrá recurrir a los procedimientos coactivos establecidos por las leyes del país.
 El afiliado adquiere derecho a una pensión por vejez o en cualquier edad superior a los 60 años, siempre que el fondo acumulado en su cuenta personal garantice por lo menos la pensión mínima. Para tener derecho a un subsidio para completar la pensión mínima el afiliado deberá haber cumplido 65 años y haber cotizado durante un mínimo de 300 meses. 
Las pensiones por discapacidad, total o parcial, y por sobrevivencia del Régimen Contributivo Subsidiado serán otorgadas de acuerdo al artículo 51, al artículo 52 y al artículo 54 y de la presente ley y sus normas complementarias. 
La pensión mínima del Régimen Contributivo Subsidiado equivaldrá al setenta por ciento (70%) del salario mínimo privado, indexada de acuerdo al incremento del salario mínimo privado. 
El Estado Dominicano garantizará la pensión mínima a aquellos trabajadores por cuenta propia que, habiendo cumplido con los requisitos de la presente ley y sus normas complementarias, no hayan acumulado en su cuenta personal el monto necesario para alcanzarla. 
En esos casos la misma será efectiva al momento de su retiro, sujeta a las posibilidades del Estado Dominicano. 
CAPITULO IV

Influencia de la seguridad social en los trabajadores de Zona Franca en Santiago
4.1 Reseña histórica de las Zonas Francas 
Las zonas francas recibieron impulso positivo de la Segunda Guerra Mundial como consecuencia del éxito experimentado primero en Irlanda y posteriormente por algunos países del Asia, como Corea del Sur, Taiwan, Singapur y Hong Kong.
El concepto de zona franca surge como respuesta a las dificultades de transportación que se presentan en el desarrollo del comercio internacional, pues éstas constituyeron centros internacionales de mercancías que podían ser transportadas luego para alcanzar y facilitar el comercio entre las naciones.
Los países del Caribe se han beneficiado con inversiones de este tipo a partir de la eficiencia de inversiones de zonas francas bajo el amparo de los tratamientos impositivos preferenciales en los Estados Unidos que otorgaban la llamada iniciativa para la Cuenca del Caribe (ICC) y el sistema de preferencias generalizadas aprobadas por el Congreso Centroamericano, mientras a países del lejano Oriente, anteriormente beneficiados se les imponían restricciones cada vez mayores para el mercado norteamericano.
En la República Dominicana inicialmente el establecimiento de zonas francas no respondió a esquemas de desarrollo bien definidos, ni a una política económica concreta; sin embargo, para la instalación de empresas en zona franca existía el argumento de aprovechar las ventajas comparativas que ofrecía la División Internacional de Trabajo en países en condiciones como la nuestra.
En la República Dominicana, no fue sino hasta el año 1963, durante el gobierno del Presidente Juan Bosch que se creó la primera zona franca industrial en Puerto Plata, mediante la Ley No. 38, de fecha 6 de agosto del mismo año, con el objetivo de traer del extranjero materias primas y productos semi manufacturados a fin de terminarlos, ensamblarlos o manipularlos por trabajadores dominicanos.
En el año 1968 se promulgó una ley de incentivo y producción industrial donde se establecían estímulos importantes en cuanto a exoneraciones de impuestos para las empresas que en lo adelante se establecieran en las zonas francas  industriales y dedicaran su producción a la exportación.  Esta ley se convierte en un compromiso para fomentar el desarrollo de la clase empresarial.
4.1.1 Breve Historia de las Zonas Francas en la República  Dominicana
Las zonas Francas Industriales empiezan su desarrollo en la República Dominicana en el año 1969 con la instalación de  una zona franca industrial en La Romana.
Este primer parque de zona franca fue instalado a penas un año después de la promulgación de  la Ley 299 de Incentivo y Protección Industrial, la cual establecía facilidades fiscales para las empresas que en lo adelante se establecieran en las áreas delimitadas y dedicaran su producción a la exportación.
La segunda zona franca nace en el año 1972,  con el auspicio del sector público a través de la Corporación de Fomento Industrial (CFI), entidad descentralizada del Estado que en el presente sigue encargada de su administración y operación.  Esta zona franca está ubicada en San Pedro de Macorís.
En el año 1973 surgió otra  zona franca industrial localizada en la ciudad  de Santiago de los Caballeros. Ésta fue auspiciada por el sector público, pero a diferencia de la de San Pedro de Macorís, la administración y operación de la misma fue delegada a una corporación sin fines de lucro creada al efecto, bajo la dirección de experimentados empresarios de la Región Norte.
El período de crecimiento más importante de las zonas francas en la República Dominicana se observa a partir del año 1983, con la promulgación de la iniciativa para la Cuenca del Caribe (ICC) del Presidente Ronald Reagan y, en el ámbito local, con las reformas económicas de 1985, las cuales establecieron un tipo de cambio flexible que incentivó significativamente las actividades de exportación en el país.
Actualmente las zonas francas se han convertido en uno de los sectores más importantes de la economía dominicana.  Con más de 492 empresas establecidas en 46 parques industriales, las zonas francas constituyen la principal fuente de empleo del país, generando en la actualidad alrededor de 200,000 puestos de trabajo de forma directa. 
 Las exportaciones realizadas por las zonas francas durante el año 2000 sobrepasaron los US $4.6 billones de dólares. En el presente las zonas francas transitan por un proceso de renovación y diversificación, lo que garantizará su desarrollo y permanencia en el futuro.
4.1.1.1 Origen de las zonas francas
Las Zonas Francas Industriales empiezan su desarrollo en la República Dominicana en el año 1969 con la instalación de una Zona Franca Industrial en la ciudad de La Romana. 
Esta primera zona fue impulsada por la empresa transnacional Gulf and Western Americas Corporation, que venia operando en el país fundamentalmente en el sector azucarero desde 1967, año en que adquirió el central propiedad de la South Porto Rico Sugar Company.
Este primer parque de zonas francas se instalada apenas un año después de la promulgación de la Ley 299 de "Incentivo y Protección Industrial". Esta legislación es la que establecía estímulos importantes en términos de exoneraciones impositivas para las empresas que en lo adelante se establecieran en las zonas francas industriales y dedicaran su producción a la exportación. 
La segunda zona franca industrial nace en 1972 con el auspicio del sector público a través de la Corporación de Fomento Industrial (CFI), entidad descentralizada del Estado que en el presente sigue encargada de su administración y operación. Esta segunda zona está ubicada en la ciudad de San Pedro de Macorís
En 1973 surgió otra zona franca industrial localizada en la ciudad de Santiago de los Caballeros y fue creada por el sector público pero, a diferencia de la San Pedro de Macorís, la administración y operación de la misma fue delegada en una corporación sin fines de lucro creada al efecto, bajo la dirección de experimentados empresarios de la región norte.
Actualmente las Zonas Francas se han convertido en uno de los sectores más dinámicos de la economía dominicana y en vínculo estratégico con los más importantes mercados internacionales.
 
Con cerca de 500 empresas establecidas en 46 parques industriales, las zonas francas constituyen la principal fuente de empleo del país, generando en la actualidad alrededor de 200,000 fuentes de trabajo de forma directa. Las exportaciones realizadas por las zonas francas durante el año 2000 sobrepasaron los US$4.6 billones de dólares.
4.1.2   Origen de las empresas de Zona Franca en la ciudad de  Santiago
Este proyecto se lleva a cabo mediante el Decreto No. 3615 del 21 de junio de 1973, para el cual fue creada una comisión denominada “Zona Franca Industrial de Santiago”, presidida por el Licenciado Víctor Espaillat Mera, que tiene la finalidad de construir, administrar y desarrollar la misma.
En la actualidad existen 68 empresas radicadas en la zona franca de Santiago, dedicadas a labores diversas:  confección de ropa, elaboración de cigarros, artículos de piel, fabricación de zapatos, entre otras.
Al igual que en el resto del país, en Santiago la zona franca representa una herramienta útil para generar fuentes de empleo, equilibrio en la balanza de pagos y aportes de capital.
4.2 Datos numéricos de las zonas francas en Santiago
4.2.1 Número de parques de zonas francas
Santiago es una ciudad que se ha caracterizado por el logro económico y los avances en diferentes renglones que les han hecho colocarse en un sitial preferencia al momento de invertir.
Actualmente en la ciudad de Santiago de los Caballeros existen siete parques industriales, los cuales están ubicados en diferentes puntos de la ciudad. 
4.2.2 Número de empresas  de zonas francas instaladas en Santiago

Dentro de los siete parques de zona franca existentes en Santiago, la estructura empresarial se compone de ciento cincuenta y una empresas, las cuales han dividido la producción en diferentes áreas, muy especialmente el de la manufactura.
4.2.3 Número de empleados  de zonas francas en Santiago

Las zonas francas de Santiago en la actualidad llenan un vacío en lo que respecta a la mano de obra y que el Estado no puede llenar, debido a que estas empresas han venido a satisfacer cierta demanda de empleo.

Estas empresas garantizan a la población de Santiago alrededor de cuarenta y ocho mil empleos y casi el doble de otros ingresos que surgen de las necesidades de personas externas, quienes suplen otras,  a esos empleados.
4.3 Aporte de los empleados y empleadores al Sistema de Seguridad Social
El aporte solidario del empleador y el fondo de solidaridad social está financiado mediante un aporte solidario del 0.4% del total del salario cotizable a cargo exclusivo del empleador.
El fondo de solidaridad social está invertido de acuerdo a las políticas, normas y procedimientos establecidos por la presente ley y sus normas complementarias.
El aporte de los trabajadores por cuenta propia no estará sujeto a las contribuciones para el fondo de solidaridad social. El empleador es responsable de inscribir al afiliado, notificar los salarios efectivos o los cambios de éstos, retener los aportes y remitir las contribuciones a las AFP, en lo establecido por la ley de Seguridad Social y sus normas complementarias.
La tesorería de la Seguridad Social es responsable del cobro administrativo de todas las cotizaciones, recargos, multas e intereses retenidos indebidamente.
4.4 Seguros de salud
El seguro familiar de salud tiene por finalidad la protección integral de la salud física y mental del afiliado y su familia, así como alcanzar una cobertura universal sin exclusiones por edad, sexo, condición social, laboral o territorial, garantizando el acceso regular de los grupos sociales más vulnerables y velando  por el equilibrio financiero,  mediante la racionalización del costo de las prestaciones de la administradora del sistema.
El seguro familiar de salud comprende la promoción de la salud, prevención y el tratamiento de las enfermedades, la rehabilitación del enfermo, el embarazo, el parto y sus consecuencias.
Este seguro no incluye los tratamientos derivados de accidentes de tránsito, ni los accidentes de trabajo, las enfermedades profesionales, las cuales están cubiertas por la Ley No. 41-17, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor y por seguro de riesgos laborales establecidos por la presente ley.
Los costos de las atenciones de accidentes de tránsito serán cargados al seguro obligatorio de vehículos de motor o al causante del mismo. El Sistema  Dominicano de Seguridad Social garantizará la libre elección familiar de la Administradora de Riesgo de Salud, del seguro nacional de salud.
De su preferencia, en las condiciones que establece la presente ley. La elección que haga el afiliado será válida para todos sus dependientes, una vez agotado el período de transición señalado en el artículo 33, el afiliado quedará en libertad de escoger la Administradora de Riesgo de Salud de su preferencia, así como cambiarla cuando considere que sus servicios no satisfacen sus necesidades. Los cambios se realizarán una vez por año, con 30 días de previo aviso.
4.5 Plan de pensiones
El artículo 63 establece una pensión solidaria beneficio de la población discapacitada, desempleada e indigente, como parte de una política general tendente a reducir los niveles de pobreza.
En este plan caben las personas de cualquier edad con discapacidad severa; las personas mayores de 60 años que carecen de recursos suficientes para satisfacer sus necesidades esenciales y las madres solteras desempleadas con hijos menores de edad que carecen de recursos económicos suficientes para satisfacer sus necesidades esenciales y garantizar la educación.
4.6 Riesgos laborales
Para estos fines el empleador aporta una cuota básica de diez pesos por cada peso que gane la persona afiliada, más una cuota adicional que dependerá del riesgo del trabajo.
El seguro de riesgos laborales cubre toda lesión corporal que sufra la persona mientras realiza sus labores. Cubre los accidentes de trabajo ocurridos por causas de actividades encomendadas por el empleador, aunque éstas fueran distintas a sus actividades profesionales.
Cubre además, los accidentes ocurridos a causa  de acciones de salvamentos y de otras que tengan relación con el trabajo; los accidentes de tránsito dentro de las rutas y jornadas de trabajo y cubre las enfermedades cuya causas sean producto de actividades propias de la profesión o del trabajo que realiza la persona.
4.7 Estabilidad del empleo
Los servidores tanto del Estado, como los privados que ya tienen su seguro de salud continuarán disfrutando del mismo durante los próximos dos años a partir del inicio del seguro familiar de salud; al concluir este período formarán parte del seguro nacional de salud, el cual deberá ofrecerles más.
Los empelados  públicos que aportan para el plan de pensiones y jubilaciones del Estado continuarán en el mismo, pueden cambiar al sistema de capacitación individual si así lo prefieren.
Los trabajadores del sector público que actualmente carecen de seguro serían de los principales beneficiarios del nuevo sistema. Los empleados de las Secretarías de Estado quedarán afiliados de inmediato en el seguro familiar de salud.
4.8 Garantía en caso de pérdida del empleo
La Ley No. 87-01 crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social, mantiene y reconoce todas las prestaciones laborales en beneficios del trabajador. En consecuencias, si un empleado pierde todas las prestaciones a las que tiene derecho de acuerdo al código de trabajo.
Según el párrafo II del artículo 50 del ley No. 87-01, el Consejo Nacional de Seguridad Social, en coordinación con el gobierno, empleadores y trabajadores, promoverán en un plazo mayor  de 18 meses, la creación de un seguro de desempleo y todo lo relativo a la cesantía laboral, sin que los trabajadores pierdan sus derechos adquiridos mediante la resolución 20-07 del 7 de febrero de 2002.
La Ley establece a través de la Constitución de la República la protección  de los derechos de los trabajadores  y mantenimiento de los medios  que le permitan perfeccionarse progresivamente en el marco de la libertad individual y la justicia social.
Las políticas dirigidas a la clase trabajadora carecen del impulso necesario y coherentes para la real integración y protección de los trabajadores. Es deber del Estado garantizar el marco institucional dentro del cual se formulen acciones dirigidas en beneficio de la población trabajadora del país.
Los trabajadores pueden y tienen derecho a participar en los espacios y escenarios nacionales en pos de su desarrollo. La Ley tiene por objeto instaurar el marco jurídico, político e institucional que oriente  las acciones del Estado y la sociedad hacia la definición  de políticas para satisfacer las necesidades de la población trabajadora.
La Ley impide que se discrimine al trabajador por asuntos relacionados con el sexo, religión o nacionalidad y prevé ayuda y orientación  para ellos. El trabajador según la Ley, es el individuo cuyas edades están comprendidas entre los 18 y el tiempo que su vida sea productiva.
La política sobre la ley de seguridad social definen el compromiso del Estado por impulsar  lineamientos a favor de los trabajadores. La Ley prevé  para los trabajadores, protección en el área de la salud, la cultura y la seguridad para devengar los ingresos que le permitan vivir dignamente.
Los fines de financiamiento y los recursos financieros aportados por el Estado a través del presupuesto nacional alcanzan directa e indirectamente a la población trabajadora conjuntamente con los aportes que éste realiza como ahorro para su futuro.
Conclusiones
Al finalizar la investigación sobre la influencia de la Ley de Seguridad Social es pertinente concluir algunos aspectos relevantes de la misma:
Es necesario respetar los derechos adquiridos de los trabajadores, en términos de valores reales, y considerar adecuadamente las legítimas expectativas de derecho.
Cualquier régimen o reforma previsional debe fundarse en un equilibrio presupuestario y actuarial bien estudiado, repartiendo equitativamente los costos entre la generación presente y las futuras. 
Los recursos previsionales, cualquiera sea el sistema de que se trate, no deben destinarse a otros fines, aunque se trate de fines sociales que beneficien a los trabajadores afiliados. De lo contrario, no se podrán garantizar ingresos en los años de invalidez y vejez. 
Las reformas deben tender a homogeneizar lo más posible el sistema previsional, tanto por motivos de equidad y eficiencia, como para facilitar la movilidad laboral. 
Las reformas previsionales deben incluir dimensiones solidarias, para que pueda hablarse con propiedad de seguridad social. Sin embargo, debe existir una adecuada correspondencia entre las contribuciones y los beneficios, tanto por razones de equidad como para evitar la evasión. Por eso, las jubilaciones y pensiones deben calcularse teniendo en cuenta los aportes realizados durante toda la vida laboral. 
Para aumentar la cobertura, hay que establecer sistemas de control más adecuados para los sectores que tienen capacidad de pago, así como estímulos del Estado para los sectores de más bajos ingresos. 
El rol asistencial del Estado en materia de pensiones será sin duda cada vez más importante, dada la mayor longevidad y la creciente precarización del empleo. Será necesario que el Estado destine mayores recursos para este objetivo. 
También será necesario que el Estado garantice, con ciertos requisitos, una pensión mínima legal decente, que corresponda a un porcentaje estable del salario mínimo legal. 
La participación de los actores sociales en la definición de políticas previsionales es un principio que se debe poner en práctica, mediante una institucionalidad adecuada. Los trabajadores y los jubilados, así como los empresarios y el Gobierno, deben participar en la definición de políticas. 
Aunque no sea éste su objetivo primario, los sistemas de pensiones deben constituir un aporte para el desarrollo económico y social del país, estimulando el ahorro nacional, promoviendo inversiones productivas, contribuyendo a la movilidad laboral y a la equidad social. 
Los procesos de reforma, establecen una fase de transición que ordinariamente tiene un alto costo para el presupuesto del Estado.
La desagregación de regímenes, principalmente entre los relacionados con la protección de la salud y los previsionales de pensiones, omiten una complementariedad entre ambos que originará efectos negativos para los dos.
 La participación de los trabajadores en decisiones que tanto le significan es escasa o nula, dada la poca representatividad en el poder político y el poco desarrollo de la organización sindical en la región.
 Las reformas han producido un efecto positivo, en cuanto a la exhibición de crónicas inequidades, producto de vigencia de sistemas de pensiones privilegiados, administración inadecuada de los recursos y muy baja propensión al crecimiento.
Las experiencias en grupos de países que llevan a cabo procesos de integración económica, Europa y Cono Sur por ejemplo, enseñan la conveniencia de homologaciones en los sistemas de integración social hacia arriba.
La reciente proliferación de reformas de la seguridad social, sobre todo de las que consisten en privatizaciones, representa una importante transformación de los sistemas públicos de pensiones existentes, lo cual entraña repercusiones considerables para la política económica y social. 
Muchos gobiernos han reformado los sistemas de pensiones con miras a frenar el aumento del gasto público en pensiones y atenuar la vulnerabilidad de sus economías frente a una escasez repentina de capitales extranjeros. No obstante, queda por ver si esas reformas van a lograr la realización de sus distintos objetivos.
La Ley establece a través de la Constitución de la República la protección  de los derechos de los trabajadores  y mantenimiento de los medios  que le permitan perfeccionarse progresivamente en el marco de la libertad individual y la justicia social.
Las políticas dirigidas a la clase trabajadora carecen del impulso necesario y coherentes para la real integración y protección de los trabajadores.
Es deber del Estado garantizar el marco institucional dentro del cual se formulen acciones dirigidas en beneficio de la población trabajadora del país.
Los trabajadores pueden y tienen derecho a participar en los espacios y escenarios nacionales en pos de su desarrollo.
La Ley tiene por objeto instaurar el marco jurídico, político e institucional que oriente  las acciones del Estado y la sociedad hacia la definición  de políticas para satisfacer las necesidades de la población trabajadora.
La Ley impide que se discrimine al trabajador por asuntos relacionados con el sexo, religión o nacionalidad y prevé ayuda y orientación  para ellos.
El trabajador según la Ley, es el individuo cuyas edades están comprendidas entre los 18 y el tiempo que su vida sea productiva.
La política sobre la ley de seguridad social definen el compromiso del Estado por impulsar  lineamientos a favor de los trabajadores.
La Ley prevé  para los trabajadores, protección en el área de la salud, la cultura y la seguridad para devengar los ingresos que le permitan vivir dignamente.
Los fines de financiamiento y los recursos financieros aportados por el Estado a través del presupuesto nacional alcanzan directa e indirectamente a la población  trabajadora conjuntamente con los aportes que éste realiza como ahorro para su futuro.
El mecanismo para la colocación de los recursos financieros provenientes del Estado y canalizados a través de la Ley sobre Sistema Dominicano de Seguridad Social, recibirá la denominación provenientes de las diversas fuentes reconocidas por la presente Ley.
La Ley 87-01 tiene como finalidad regular y viabilizar las acciones en lo que respecta a su contenido esencial.
La Ley autoriza para que en el futuro se definan las adecuaciones que resulten necesarias  al organigrama del Reglamento de dicha ley.
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